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Se realiza un análisis jurídico garantía del derecho a la educación de los niños, 
niñas y adolescentes de la Institución Educativa Pablo Neruda comuna 8 de la 
ciudadela Juan  Atalaya de Cúcuta.  El diseño metodológico, basado en el tipo 
de investigación, socio jurídica, consiste en  la recopilación, análisis y 
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Tabla 17. Considera usted que la institución debería contar con 
otros programas técnicos 
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Gráfica 1. Distribución porcentual por género. 
 
Gráfica 2. Distribución porcentual por edad. 
 
Gráfica 3. Distribución porcentual por grado. 
 
Gráfica 4. Distribución porcentual conoce usted deberes y derechos 
como estudiantes.  
 
Gráfica 5. Distribución porcentual como es la atención recibida por 
parte de representantes y docentes del Colegio. 
 
Gráfica 6. Distribución porcentual le han negado alguna vez el 
acceso a recibir clases. 
 
Gráfica 7. Distribución porcentual considera usted que la educación 
que usted recibe es de calidad (buenos docentes, horas lúdicas, 
restaurante escolar, laboratorios, ayudas audiovisuales, informática) 
 
Gráfica 8. Distribución porcentual el colegio cuenta con suficientes 
profesores. 
 
Gráfica 9. Distribución porcentual las instalaciones locativas del 













































Gráfica 10. Distribución porcentual la metodología que utilizan los 
docentes en sus clases es adecuada, entendible. 
 
Gráfica 11. Distribución porcentual en caso de presentarse alguna 
duda en una materia o tema específico, recibe usted apoyo por parte del 
docente.  
 
Gráfica 12. Distribución porcentual los programas técnicos  de 
Asistencia administrativa y contabilidad que ofrece el colegio, responde a 
sus necesidades e intereses educativos y laborales.  
 
Gráfica 13. Distribución porcentual considera usted que la 
institución debería contar con otros programas técnicos 
 
Gráfica 14. Distribución porcentual conoce usted cual es el derecho 
a recibir una educación integral de calidad.  
 
Gráfica 15. Distribución porcentual este derecho a recibir una 


























































El Presente trabajo sobre la garantía del derecho a la educación de los niños, 
niñas y adolescentes, se tomó como eje la Institución Educativa Pablo Neruda 
comuna 8 de la ciudadela Juan Atalaya, donde se entrevistó al coordinador 
académico sobre el cumplimiento de  dicha garantía, al tiempo que se indagó en la 
secretaria de educación municipal, sobre los indicadores de calidad, cobertura, 
para de esta manera establecer la situación educativa de la ciudad, y el 
cumplimiento de las políticas públicas en materia educativa. 
 
En la primera parte, se presenta las generalidades   de la investigación, 
titulo, planteamiento del problema, objetivos y justificación. 
 
En la segunda parte,  el marco referencial  compuesto por los antecedentes, 
las bases teóricas y legales que son el soporte de la investigación, referidas a los  
principios orientadores para la Protección Integral de los derechos de las niñas y 
los niños desde la primera infancia, cuyo enfoque se desprende de El enfoque que 
se desprende de la Convención Internacional de los Derechos del Niño y la 
educación como derecho fundamental. 
 
En la tercera parte, el diseño metodológico, basado en la investigación 
descriptiva con un componente socio-jurídico, población corresponde a los 
estudiantes de 9° 10° y 11 grado  de la Institución Educativa Pablo Neruda 
comuna 8 a los cuales se les aplicó la encuesta y la entrevista al Coordinador, 
además se basó en la recopilación y análisis de información de los datos 
suministrados por la secretaria de educación municipal, 
 
En la cuarta parte, el desarrollo de la investigación, donde se desarrollan los 
objetivos específicos y, además y las posturas jurisprudenciales sobre el Derecho 
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a la educación, si bien existe voluntad por parte del gobierno en ampliar la 
cobertura educativa, sin embargo, en el marco del derecho y gratuidad de la 
educación, no hay una cobertura completa, y se sigue presentando una situación 
de deserción escolar provocada principalmente por factores socio económicos. 
 



































Garantía del derecho a la educación de los niños, niñas y adolescentes de la 
Institución Educativa Pablo Neruda comuna 8 de la ciudadela Juan  Atalaya de 
Cúcuta. 
 
Planteamiento del problema 
 
El ―derecho a la educación‖ se ha venido asociando tradicionalmente a la 
educación formal, y dentro de ella a la escolaridad primaria o a la franja de 
escolaridad considerada obligatoria en cada caso. Más aún, el énfasis se ha 
puesto en el acceso y la matrícula escolar de este nivel. El propio término 
Universalización de la Educación Primaria (UEP) ha sido históricamente acuñado 
por UNESCO para referirse a la universalización de la matrícula escolar, 
ignorando con ello la problemática de la deserción y el fracaso escolares, de gran 
magnitud en muchos de países latinoamericanos. En tiempos recientes 
(Educación para Todos, Agenda del Milenio), se ha dado un avance en el sentido 
de ver más allá de la matrícula y preocuparse al menos con la complementación 
de la enseñanza primaria o básica, aunque siempre dentro de los parámetros del 
sistema escolar 
 
El sistema educativo de la ciudad de San José de Cúcuta (OSREF, 2013-
2014), según la Secretaria de educación Municipal, se caracteriza por su notable 
participación en el sector público, ya que para el año 2012, el 77% del sector es de 
naturaleza pública, mientras que el 23% es privada, es decir, la matricula oficial 
fue de 105.071 estudiantes y de 31.772 para los planteles privados. Esto deja en 
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evidencia que el mayor porcentaje de los estudiantes de la Ciudad acuden a 
establecimientos educativos de carácter público, y un porcentaje más pequeño a 
instituciones privadas. De allí la importancia de mejorar las capacidades 
institucionales a través de las herramientas de política pública para elevar la 
eficiencia y la calidad del sistema educativo. Desde el año 2005, la población 
estudiantil en la Ciudad se incrementó en términos agregados, aunque el 
comportamiento se modifica a partir del año 2008, en la cual se presenta una 
tendencia decreciente, evidenciando reducciones en el número de niños en edad 
escolar. 
 
Para el caso del ciclo primario, durante el año 2005 se presentan 64.000 
niños en edad escolar, mientras que para el año 2012 el número equivale a 
59.066, es decir, se presentó un descenso de 4.934 niños en edad escolar. Para la 
educación secundaria básica y media, los niños y adolescentes en edad escolar 
pasaron de 72.136 en el 2005 a 76.334 infantes y jóvenes en 2012, generando un 
crecimiento de 4.198 jóvenes en edad para estudiar tanto para el ciclo básica 
secundaria y media. 
 
Los resultados en materia de deserción escolar presentados en la Ciudad, se 
distribuyen de manera heterogénea y asimétrica teniendo en cuenta cada ciclo. 
Constatándose que para el año de 2011, los ciclos donde más desertan 
estudiantes, son los ciclos secundario y primario respectivamente, si se adicionan 
el resto de ciclos, cerca de 8329 niños, adolescentes y jóvenes quedan excluidos 
del sistema educativo de la ciudad de San José de Cúcuta.  
 
El fenómeno de la deserción escolar en la Ciudad, está posiblemente 
influenciado por las condiciones académicas de los estudiantes, las características 
atribuidas a las instituciones educativas, y los cambios psicológicos a los que se 
enfrentan y experimentan los jóvenes debido a la transición de las diversas etapas 
de crecimiento personal asociados a la edad, como también, de las condiciones 
sociales y económicas de los hogares a los cuales pertenecen. 
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En el mismo orden de ideas, en los diferentes sectores de la ciudad de 
Cúcuta, se observan niños. Niñas y adolescentes, realizando diversas actividades 
laborales como ventas ambulantes, ofreciendo diferentes productos en las 
busetas, en otros casos mendigando, es decir, por fuera del sistema educativo. 
 
La investigación se realizará en la Institución Educativa Pablo Neruda, 
ubicada en la Manzana J3 Lote 15 barrio Atalaya 1 etapa. 
 
La Institución Educativa está ubicada en la zona urbana del sector occidental 
de la ciudad de Cúcuta, en la Ciudadela de Juan Atalaya. El límite con Venezuela 
y la ubicación en la subregión oriental o área metropolitana del departamento 
marcan significativamente el comportamiento de la comunidad, que pertenece a 
los estratos 1 y 2, y un grupo sin estrato debido al desplazamiento forzoso a 
escala regional o nacional, por estas condiciones viven en hacinamiento y en 
tugurios careciendo de los elementos básicos para subsistir. 
 
 
Formulación del problema 
 
¿Cuál es la garantía del derecho a la educación de los niños, niñas y adolescentes 
de la Institución Educativa Pablo Neruda Comuna 8 de la ciudadela Juan  Atalaya? 
 
Sistematización de problema 
 
¿Cuáles son las posturas jurisprudenciales en materia de vulneración  del derecho 
a la educación de niños, niñas y adolescentes en Colombia? 
 
¿De qué  manera influyen las  políticas  púbicas educativas en  el 
cumplimiento de los derechos de los derechos de niños, niñas y adolescentes en 




¿Cuáles  son las  implicaciones de la vulneración  del derecho a la educación 
de los niños, niñas y adolescentes de la Institución Educativa Pablo Neruda 




La Convención sobre los Derechos del Niño (CDN) reconoce, en general, el 
derecho a la educación de niños, niñas y adolescentes y, de modo particular, 
establece ciertas obligaciones para los Estados. Las mismas son: 
 
―(..) a) Implantar la enseñanza primaria obligatoria y gratuita para todos; b) 
Fomentar el desarrollo, en sus distintas formas, de la enseñanza secundaria, 
incluida la enseñanza general y profesional, hacer que todos los niños dispongan 
de ella y tengan acceso a ella y adoptar medidas apropiadas tales como la 
implantación de la enseñanza gratuita y la concesión de asistencia financiera en 
caso de necesidad; c) Hacer la enseñanza superior accesible a todos, sobre la 
base de la capacidad, por cuantos medios sean apropiados; d) Hacer que todos 
los niños dispongan de información y orientación en cuestiones educacionales y 
profesionales y tengan acceso a ellas; e) Adoptar medidas para fomentar la 
asistencia regular a las escuelas y reducir las tasas de deserción escolar‖. (Art. 
28.1 Convención sobre los derechos del Niño, 1989.) 
 
El derecho a la educación es por cierto un derecho muy indispensable en la 
vida de las personas. Una perspectiva de la educación como derecho humano nos 
interroga sobre el lugar del Estado, sobre las obligaciones, garantías y derechos 
para respetar los derechos humanos de todas y todos. Esta perspectiva lleva a la 
necesidad de fortalecer el sistema educativo para promover una educación hacia 
una sociedad justa; un sistema educativo que mediante políticas públicas brinde 
una formación integral para las personas.  
 
Mediante la presente investigación, se va analizar la responsabilidad 
16 
 
específica de los diferentes sectores e instituciones del Estado, la familia y la 
sociedad civil en la garantía del derecho a la educación de los niños, niñas y 
adolescentes, en la Institución Educativa Pablo Neruda comuna 8,  para lo cual se 
tiene en cuenta las posturas jurisprudenciales en la legislación colombiana, 




Objetivo  general 
 
Analizar la garantía del derecho a la educación de los niños, niñas y adolescentes 
de la Institución Educativa Pablo Neruda Comuna 8 de la ciudadela Juan  Atalaya. 
 
Objetivos  específicos 
 
Analizar las posturas jurisprudenciales en materia de vulneración  del derecho a la 
educación de los niños, niñas y adolescentes en Colombia. 
 
       Evaluar el cumplimiento de las  políticas  púbicas educativas de los derechos 
de los niños, niñas y adolescentes en la ciudadela de la Institución Educativa 
Pablo Neruda Comuna 8 de la ciudadela Juan  Atalaya. 
 
Determinar  las  implicaciones de la vulneración  del derecho a la educación 
de los niños, niñas y adolescentes de la Institución Educativa Pablo Neruda 











Ruiz Muñoz María Mercedes. (2012) Derecho a la educación Política y 
configuración discursiva. Universidad Iberoamericana-Ciudad de México.  El 
presente documento da cuenta de los resultados de la primera etapa de la 
investigación que analiza los discursos internacionales y nacionales sobre el 
derecho a la educación. Una de las principales finalidades es ubicar los 
significados que se construyen en torno al campo discursivo del derecho a la 
educación (gratuidad, obligatoriedad, exigibilidad, justicia y otros) observando los 
desplazamientos de sentido, las relaciones de equivalencia, de diferencia y de 
antagonismo. También se adelanta el análisis de algunas voces de diversos 
actores entrevistados y los significados que le imprimen al derecho a la educación 
y su relación con la política educativa en México. 
 
Venegas Sepúlveda Paula Andrea (2010) Autonomía progresiva: el niño 
como sujeto de derechos. Universidad de Chile. Facultad de Derecho. 
Departamento de Derecho Privado. Santiago de Chile.   El presente trabajo tiene 
como finalidad el estudio de un concepto jurídico que no ha sido mayormente 
abordado por nuestra legislación interna y que se encuentra establecido en la 
Convención Internacional de los Derechos del Niño, tratado que ha sido 
debidamente ratificado por nuestro país.   El concepto en mención se denomina 
Autonomía Progresiva y le da el nombre a esta investigación, donde para dilucidar 
la naturaleza del mismo, aborda conceptos jurídicos claves como: voluntad, 
libertad y capacidad. 
 
Arrizaga Norambuena Carolina (2010) ―Derechos del niño en contexto de 
vulnerabilidad social: percepciones de padres y profesores‖ Universidad Academia 
18 
 
de humanismo cristiano. Santiago – Chile.  En los medios de comunicación es en 
donde más se puede vislumbrar el actuar de adultos que obligan a sus hijos a 
trabajar, los maltratan física y sicológicamente; los abandonan, ejercen abuso 
sexual, entre otras cosas.  Es por esto que en el siguiente marco de investigación 
se hace imprescindible describir los derechos del niño, y si éstos son conocidos y 
respetados por padres y profesores de un grupo de niños en riesgo social. Si bien, 
se han realizado muchos estudios, tanto de los derechos del niño, cómo de su 
vulneración, es necesario justificar el siguiente trabajo, ya que precisará en la 
percepción que tienen profesores y familias respecto de estos derechos, 
analizados desde el ámbito familiar y educacional. 
 
Gómez Aguilar Héctor Reynaldo. (2010) Las políticas educativas y su 
desarrollo en el departamento de Izabal. Universidad de San Carlos de Guatemala 
Facultad de Humanidades Escuela de Estudios de Postgrado Maestría en 
Educación para el Desarrollo. Guatemala.  Ante las dificultades inherentes a toda 
definición de política de largo plazo que comprometan a todos, una política de 
estado no puede resaltar de intereses particulares, lo que lleva la discusión de la 
negociación política en una sociedad democrática y pluralista y marca un requisito 
de base que debe exigirse que las posiciones de los partidos y legisladores sean 
honestas, respeten los fines de la educación y no obedezcan a intereses facciosos 
o de poder. Esto es consecuencia del pluralismo democrático que, en asuntos en 
los que no se llegue a consensos, no se puedan definir las políticas educativas.  
Esta investigación se realizó para comprender el sistema educativo del país y el 
papel que los diferentes gobiernos han jugado en cuanto a definir las Políticas 
Educativas y su desarrollo específicamente en el departamento de Izabal, el 
alcance que éstas han tenido en su ejecución y conocer qué factores han 
difundido positiva o negativamente en la práctica y desarrollo.  Se busca 
determinar el logro de los objetivos que cada política ha obtenido en una región, 
marcada por el pluralismo cultural e histórico, además conocer su estructura y 
elementos que lo forman, por tal motivo en este trabajo se abordarán de manera 
general los aspectos: sociológicos, políticos, culturales, de la zona norte, que 
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buscarán la interrogante, los pros y contras y el aporte de profesionales en materia 
educativa para estimar el alcance que las Políticas Educativas han tenido en el 
departamento.  Uno de los flagelos de ayer, hoy y siempre de la sociedad, es que 
no existe una relación entre lo que se dice y lo que se hace para evidenciar con 
claridad el desarrollo que cada política educativa ha tenido y la relevancia en el 
alcance de los objetivos en el departamento de Izabal. 
 
Ancheta Arrabal Ana. (2009)  La educación y atención de la primera infancia 
en la Unión Europea: un estudio comparado. Universidad de Valencia Facultad de 
Filosofía y Ciencias de la Educación Departamento de Educación Comparada e 
Historia de la Educación. Valencia – España. Mundialmente, resulta un hecho 
aceptado que los primeros años de la vida requieren un tratamiento diferenciado, 
ya sea porque la educación primera y temprana los convierta en decisivos o bien 
porque, sencillamente se conceda una cierta especificidad al proceso de 
maduración de un ser aún en crecimiento. Así, se viene asumiendo, cada vez más 
que los primeros años son un periodo de desarrollo excepcional del cerebro en 
que las experiencias infantiles sientan las bases del aprendizaje ulterior. Si bien, 
esta concepción, a su vez, se conjuga con una conceptualización holística de la 
educación infantil, a luz del paradigma del aprendizaje a lo largo de toda la vida, 
que requiere la asunción particular de los diversos ambientes de aprendizaje 
(instituciones formales, educación no formal, informal, etc.) en que ésta tiene 
lugar. No se trata, pues, de una cuestión de límites cronológicos, sino más bien de 
comprender que el proceso educativo acompaña al ser humano durante toda su 
vida.  A efectos de tratamiento, este trabajo se ajusta a la convención, cada vez 
más admitida, de que la primera infancia comprende el periodo que va desde el 
nacimiento hasta la edad de ocho años, asumiendo que entonces todos los niños 
deben estar escolarizados en la enseñanza primaria, inspirándose en el primer 
objetivo de la Educación Para Todos (EPT) relativo al Marco de Acción de Dakar. 
Este Informe se centra a la vez en la atención y educación de los más pequeños, 
definiendo el término ―atención‖ por el que, generalmente, engloba los cuidados en 
materia de salud, higiene y nutrición recibidos por los niños en un entorno 
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protector y seguro que promueve su bienestar cognitivo y socio afectivo; y la 
acepción del término ―educación‖ es mucho más amplia que el de enseñanza 
preescolar, ya que engloba mucho más. A este respecto, cabe decir que ambas 
forman parte de un todo, ya que son necesarias para propiciar el crecimiento, el 
desarrollo y el aprendizaje globales, y se consideran inseparables. 
 
Manrique Niño José Ignacio. (2009) Protección constitucional del derecho a 
la educación y responsabilidad estatal por falla en el servicio de la educación. 
Universidad del Rosario Facultad de Jurisprudencia Maestría en Derecho 
Administrativo Bogotá.  El presente trabajo tiene como propósito averiguar, 
mediante la metodología de estudio de caso, si tanto en las oportunidades en que 
ha sido amparado a través de acción de tutela y ante muchas otras situaciones 
que evidencian la vulneración del derecho a la educación por parte de la 
administración, cabe la posibilidad de determinar un daño antijurídico que le sea 
atribuible por irregularidades en la prestación del servicio público educativo, a 
efectos de endilgarle responsabilidad y reclamar una posible indemnización. Para 
ese efecto, de trascendental ayuda ha sido todo el aporte que la doctrina y la 
jurisprudencia administrativa y constitucional hacen para interpretar la realidad 
objeto de estudio. Por eso, se hizo un esfuerzo importante para presentar una 
síntesis de cómo ha sido la evolución hasta nuestros días de la responsabilidad 
del Estado. 
 
Ramírez Arias Isabel Cristina, Ramírez Zambrano Jorge Raúl. (2014)  
Análisis de la deserción en el sistema educativo oficial de San José de Cúcuta 
(Colombia). Villa del Rosario Norte de Santander – Colombia. La investigación se 
centra en el seguimiento a 59 instituciones educativas oficiales y sus sedes que en 
total suman 220; con el objeto de analizar, cuáles son los factores 
socioeconómicos e institucionales que provocan la deserción escolar, para ello se 
estima un modelo de regresión logarítmico, donde se determina la influencia de 
variables como el estrato socioeconómico y las referentes a las características de 
los planteles como lo son; el hacinamiento escolar, el subsidio de alimentación y la 
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formación de los docentes. Los resultados evidencian que los factores asociados a 
las condiciones socioeconómicas de los hogares, medidas por el estrato y las 
características atribuidas a los planteles ejercen una notable influencia sobre la 





Principios orientadores para la Protección Integral de los derechos de las niñas y 
los niños desde la primera infancia 
 
La protección integral del ejercicio los derechos de las niñas y los niños 
desde la primera infancia. 
 
El Código de la Infancia y la Adolescencia Ley 1098 de 2006, establece en 
su artículo 7, las cuatro acciones fundamentales que deben realizar las familias, la 
sociedad y el Estado en relación con la protección integral de los derechos de las 
niñas y niños. Estas son:  
 
Reconocer que las niñas y los niños son sujetos de derechos,  
 
Garantizar su cumplimiento,  
 
Prevenir su amenaza o vulneración y  
 
Asegurar su restablecimiento inmediato, en caso de ser vulnerados. A 
través de la protección integral es posible que las niñas y niños vivan desde su 
primera infancia, en entornos que cuentan con las condiciones humanas, sociales 
y materiales que potencian su desarrollo, en los que les es posible ejercer sus 




La protección integral, contempla el conjunto de principios que se 
consagran en los Convenios de Derechos Humanos, en especial la Convención 
Sobre los Derechos del Niño, y que se recogen en la normatividad nacional - la 
Constitución Política y el Código de la Infancia y la Adolescencia - como base de 
la interpretación de sus disposiciones. 
 
Los principios orientadores para la Protección Integral del ejercicio de los derechos 
de las niñas y los niños desde la primera infancia. 
 
Más que una orientación, los principios, imponen una obligación a las 
actuaciones de quienes sin responsables de la garantía de los derechos de las 
niñas y los niños. Les permiten tomar decisiones que aseguren su protección 
integral y resolver conflictos entre derechos igualmente reconocidos. 
 
El interés superior. El principio del interés superior se encuentra definido en 
el artículo 8 de la Ley 1098 como el imperativo que obliga a todas las personas a 
garantizar la satisfacción integral y simultánea de todos los Derechos de las niñas 
y los niños. Lo anterior implica que las medidas que se adopten para proteger 
integralmente a una niña o a un niño, deben basarse en la legislación que le 
otorga efectividad y exigibilidad a sus derechos. (Cillero, 2000, p.8) 
 
Prevalencia de los derechos. Al ser catalogados los derechos de las niñas y 
los niños como fundamentales y de rango superior, el principio de prevalencia los 
ubica en supremacía sobre los derechos de las demás personas. Establece el 
artículo 9 de la Ley 1098 que en todo acto, decisión o medida administrativa, 
judicial o de cualquier naturaleza que deba adoptarse en relación con las niñas y 
los niños, prevalecerán sus derechos, en especial si existe conflicto entre éstos y 
los de cualquier otra persona. 
 
Exigibilidad de los derechos. La exigibilidad implica que cualquier persona 
puede demandar de la autoridad competente el cumplimiento y el restablecimiento 
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de los derechos de las niñas y los niños, que el Estado tiene la responsabilidad 
inexcusable de actuar oportunamente en todos sus niveles y a través de cada uno 
de sus agentes, para garantizar la realización, protección y el restablecimiento de 
los derechos de las niñas y los niños, así como las familias y la sociedad. 
 
Corresponsabilidad La promoción, garantía del cumplimiento de los 
derechos, como la prevención de situaciones de inobservancia, amenaza o 
vulneración y su restablecimiento, debe realizarse con la concurrencia de acciones 
por parte del Estado, la familia y la sociedad desde sus competencias específicas. 
Dichas actuaciones deben ser concomitantes, coordinadas y articuladas. 
 
Equidad. Hace referencia a que la protección integral debe orientarse hacia 
el logro de la justicia hacia las niñas y los niños, teniendo en cuenta que todos 
deben gozar de las mismas oportunidades y condiciones para el ejercicio de los 
derechos independientemente de su condición social, su raza, sexo o edad.  
 
Inclusión Social. Implica por parte del Estado, de la familia y de la sociedad, 
la acción decidida para garantizar que todas las niñas y los niños sin distingo 
pueden disfrutar de las condiciones que aseguran su protección integral.  
 
Solidaridad Refiere a la cooperación de todos los actores involucrados para 
crear las condiciones que favorezcan el pleno desarrollo de las niñas y los niños. 
(ICBF. 2007) 
 
De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Constitucional, puede decirse 
que son tres las manifestaciones del principio de solidaridad: (i) como una pauta 
de comportamiento conforme a la cual deben obrar los individuos en ciertas 
situaciones, (ii) un criterio de interpretación en el análisis de acciones u omisiones 
de los particulares que vulneren o amenacen derechos fundamentales y (iii) un 




Complementariedad Es el principio que reconoce la especificidad de cada 
actor y la relación de interdependencia que tienen sus acciones a favor del bien 
común con respecto a las de los demás. 
 
La relación basada en la complementariedad fortalece la creación de una 
conciencia colectiva de lo público, ampliado los consensos culturales entre grupos 
humanos social y culturalmente diversos, y fortalece la capacidad de gestión de la 
política local en favor de la primera infancia. 
 
Subsidiariedad Este principio garantiza el cumplimiento y restablecimiento 
de los derechos de las niñas y los niños a partir del cabal cumplimiento de los 
deberes estatales, mediante la regulación o la asignación de competencias a 
ciertas autoridades o actores sociales, cuando los titulares no pueden asumirlo. 
 
 
La Protección Integral de los Derechos de la Infancia. 
 
La Convención internacional de las Naciones Unidas – CIDN, es el tratado 
internacional al que más países han adherido. Hasta el momento, 193 países, 
incluidos los 19 latinoamericanos, lo han ratificado. Es el primer instrumento 
específico que instaura a los niños como titulares de derechos. Esto implicó una 
vigorización de los derechos humanos de los niños, dado que se les reconocen 
todos los derechos de los adultos y subraya aquellos que se desprenden de su 
especial condición de seres humanos que, por no haber alcanzado el pleno 
desarrollo físico y mental, requieren de protección especial. Es el primer tratado 
vinculante a nivel internacional que reúne en un único texto sus derechos civiles, 
políticos, sociales, económicos y culturales. 
 
Cómo es de esperar, la CIDN se fundamenta en los principios que guían 
todos los tratados sobre derechos humanos. Los derechos son universales porque 
conciernen a todos los niños y niñas; son indivisibles, dado que no existe una 
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jerarquía entre éstos, tampoco una preferencia por el cumplimiento de uno u otro. 
Finalmente, de estos dos primeros conceptos surge el tercero: los derechos son 
interdependientes: el goce de uno depende estrechamente del cumplimiento de 
otro. Por ello, las políticas públicas deben impulsar el reforzamiento conjunto de 
todos los derechos. A estos tres elementos se suman cuatro ―principios generales‖ 
identificados por el Comité de los Derechos del Niño en el texto de la CIDN, y 
considerados de facto como rectores en la comprensión del contenido del tratado. 
 
Dichos principios se desprenden de los artículos 2, 3, 6 y 12, los cuales no 
sólo establecen un derecho en sí mismo, sino que también se toman en cuenta en 
la interpretación y respeto de todos los demás derechos. (La Observación General 
N°5 (2003): Medidas Generales de aplicación de la Convención sobre los 
derechos del niño, en la cual el Comité reconoce explícitamente los artículos 
mencionados como principios generales, punto 12.) Por consiguiente, es de 
esperar que conformen la base de todas las decisiones y actos del Estado 
vinculados con la infancia. El principio por excelencia de la Convención es el 
interés superior del niño en todos los asuntos que le conciernan (consagrado por 
el artículo 3, y repetido en los artículos 9, 18, 20, y 21). Dándole especial 
relevancia, el Comité de los Derechos del Niño ha dedicado su Observación 
General N°14 a su aclaración. La fuerza de este concepto radica en asegurar el 
pleno y efectivo goce de los derechos reconocidos por la CIDN (Convención 
Internacional de los del Niño) y el desarrollo integral del niño. Debe ser un principio 
rector de todas las instituciones públicas y privadas, y resulta ser decisivo cuando 
los Estados están sopesando prioridades que se contraponen, como las 
consideraciones económicas a corto plazo y las decisiones de desarrollo a largo 
plazo. 
 
El principio de no-discriminación es un pilar fundamental de la filosofía de 
los derechos humanos. El artículo 2 de la Convención exige que los Estados 
respeten y garanticen los derechos de cada niño sujeto a su jurisdicción "sin 
distinción alguna, independientemente de la raza, el color, el sexo, el idioma, la 
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religión, la opinión política o de otra índole, el origen nacional, étnico o social, la 
posición económica, los impedimentos físicos, el nacimiento o cualquier otra 
condición del niño, de sus padres o de sus representantes legales". 
 
El derecho a la vida, la supervivencia y el desarrollo, descrito en el artículo 
6 de la Convención establece que todo niño tiene el derecho intrínseco a la vida y 
que los Estados deben garantizar la supervivencia y el desarrollo del niño. La 
convención va más allá del derecho a la vida para adoptar una visión a largo plazo 
que contemple el desarrollo de los niños en su sentido más amplio. 
 
La libertad de expresión y derecho a ser escuchado: Considerándolo como 
disposición sin precedentes en un tratado de derechos humanos, el Comité 
precisa que este principio ―pone de relieve la función del niño como participante 
activo en la promoción, la protección y vigilancia de sus derechos‖. (CDN  
Observación General N°5 2003, punto 12)  Si bien carece de la plena autonomía 
del adulto, la Convención establece el derecho de todo niño a expresar su opinión 
libremente en todos los asuntos que le afecten, y en consecuencia que esas 
opiniones se tengan debidamente en cuenta en función de la edad y madurez del 
niño‖. 
 
La noción ―Protección Integral de los Derechos de la Infancia‖ constituye un 
salto cualitativo fundamental en la manera de considerar a los niños. Además de la 
CIDN, tres instrumentos jurídicos de carácter internacional conforman la ― doctrina 
de la protección integral‖: ―las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la 
Administración de la Justicia Juvenil‖; ―las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas 
para los Jóvenes privados de libertad‖; ―Las Directrices de las Naciones Unidas 
para la Administración de la Justicia Juvenil‖ La raíz de este nuevo enfoque se 
plasma en una concepción holística del desarrollo del niño que abarca su 
desarrollo físico, mental, espiritual, moral, psicológico y social. También conocida 
bajo la denominación comprehensive approach, esta teoría defiende una visión 
27 
 
integral del desarrollo que se concibe desde entonces como un todo distinto de la 
suma de las partes que lo componen. 
 
En síntesis, el enfoque de protección integral de derechos se instaura como 
un quiebre radical en el modo de concebir a la infancia. En primer lugar, la 
constituye como sujeto social. En este sentido, un efecto inmediato de la CIDN en 
el contexto histórico y político de su surgimiento fue situar a la infancia como un 
grupo social que requiere ser protegido. La ―infancia‖ antes de la Convención era 
una suma imposible de fragmentos, porque en rigor, para el Estado no existía 
como colectivo. Al respecto Miguel Cillero Bruñol (2000) señala que, ―las leyes de 
menores, a diferencia de lo que aparentan, no se estructuran a partir de la legítima 
diferenciación jurídica entre adultos y no-adultos, sino en una radical separación 
de dos tipos de infancia: la que tiene sus derechos satisfechos debido a la 
protección familiar, y aquella que no los tiene. A los primeros no se les aplicarán 
las nuevas leyes, a los segundos, en cambio, se los protegerá y controlará su 
conducta a través de los mecanismos judiciales y administrativos creados por la 
Ley, que vienen a compensar las debilidades del sistema social y familiar‖. En este 
contexto, el Estado regido por el sistema tutelar asumía una suerte de ―patria 
potestad estatal‖ respecto de la infancia pobre y marginal. El mismo autor señala 
que las leyes de menores conformaban un poder adulto sobre los niños, en 
reemplazo de aquel que las leyes civiles entregan a los padres y que para ciertos 
grupos, no ejercen por encontrarse inhabilitados ―moral o socialmente‖. Como es 
de esperar, la presión de este poder se ejerció sobre los niños provenientes de las 
capas más pobres de la sociedad, y se transformó en un eficiente mecanismo de 
control muy próximo a los sistemas punitivos de encierro. Se trató, afirma Cilleros, 
de sustituir la autoridad patriarcal del padre, por la autoridad civil, representada 
preferentemente por el Juez de Menores, protagonista principal del nuevo sistema 
de tratamiento hacia la infancia que promovieron los Estados latinoamericanos 




El enfoque que se desprende de la CIDN se opone a la segmentación de la 
infancia: allí radica la fuerza del enfoque ―integral de protección‖. Se pretende 
proteger sus derechos humanos, y aquellos que se desprenden de su particular 
vulnerabilidad por ser personas que están creciendo. En este sentido, el enfoque 
integral de protección de derechos abarca todas las dimensiones de la vida y 
desarrollo de los niños. El carácter universal en el modo de concebir a la infancia 
constituye un verdadero programa de acción para los Estados que la ratifican. La 
interdependencia de los derechos exige su protección integral, debiendo evaluarse 
cualquier situación de vulneración, amenaza o restricción, desde la perspectiva de 
los efectos que producen sobre el conjunto de los derechos protegidos. De este 
modo, del carácter integral e interdependiente de los derechos consagrados por la 
CIDN, se deriva la necesidad de su protección integral, que es la aspiración 
fundamental que pretenden satisfacer los nuevos códigos de la infancia y 
adolescencia que se han dictado en América Latina luego de la entrada en 
vigencia de la Convención (Cilleros, 2000). 
 
En la Declaración Mundial sobre Educación para Todos ―Satisfacción de las 
necesidades básicas de aprendizaje‖ celebrada en la ciudad de Jomtien, 
Tailandia, en 1990, se enfatizó en la importancia de desarrollar una atención 
particular hacia la Primera Infancia, a través de la incorporación del enfoque 
integral de protección en los programas de educación. En el segundo artículo 
―Perfilando la visión‖, se señala que: ―satisfacer las necesidades básicas de 
aprendizaje exige algo más que una renovación del compromiso con la educación 
básica en su estado actual. Lo que se requiere es una visión ―ampliada‖ que vaya 
más allá de los recursos actuales, las estructuras institucionales, los planes de 
estudios y los sistemas tradicionales de instrucción, tomando como base lo mejor 
de las prácticas en uso.‖ (UNESCO, 1990) La promoción de la Integralidad se 
sustenta en que ―la diversidad, la complejidad y el carácter cambiante de las 
necesidades básicas de aprendizaje de los niños, jóvenes y adultos exigen ampliar 




―El aprendizaje empieza con el nacimiento‖ constituye la raíz del 
razonamiento: por primera vez, la educación deja de ser sinónimo de 
escolarización. Se llama a diseñar e implementar programas de mayor alcance, 
con el objetivo de ampliar los medios y recursos destinados a la educación básica 
y promoviendo el involucramiento de las familias y comunidades en el proceso. 
 
La idea de integralidad, esbozada en la declaración de Jomtien se retoma 
en el año 2000 cuando la comunidad internacional se reúne nuevamente en el 
Foro Mundial sobre la Educación, en Dakar, Senegal. En la primera parte, titulada 
―Logros y Temas Pendiente‖, el ―Marco de Acción Regional‖ se propone consolidar 
los principales logros de ―Educación para Todos‖, alcanzados por la Región 
latinoamericana durante la década de los noventa. Entre ellos se destacan los 
avances importantes realizados en materia de cuidado de la Primera Infancia y de 
su educación, en particular en el período de 4 a 6 años. Al contrario, se subraya la 
―Insuficiente atención al desarrollo integral de la Primera Infancia, en especial en 
los niños menores de 4 años.‖ (UNESCO, 2000) Asimismo, en su segunda parte, 
el documento afirma que ―el aumento sostenido de recursos para el cuidado y 
desarrollo integral de los niños en su Primera Infancia es básico para garantizar 
los derechos de ciudadanía desde el nacimiento, asegurar mejores resultados en 
los aprendizajes futuros y la reducción de las desigualdades educativas y 
sociales‖. El enfoque promovido por el Marco de Dakar (2000); para lograr 
resultados es particularmente manifiesto en el siguiente párrafo: 
 
En este período de la vida es de enorme importancia la acción convergente y 
articulada de las instituciones que ofrecen servicios de salud, nutrición, 
educación y bienestar familiar; programas dirigidos a familias y comunidad; 
educación inicial, básica y alfabetización y educación de adultos‖. Además, 
resulta de mayor importancia el desarrollo de ―procesos de monitoreo y 
evaluación de los servicios y programas dirigidos a la Primera Infancia para 




Finalmente, las discusiones desarrolladas en estas Cumbres dieron lugar a 
la conceptualización de la ―Atención y Educación de la Primera Infancia‖ 
(UNESCOWCECCE, 2010). La AEPI abarca una gran pluralidad de temas y 
problemáticas, como lo muestra su definición: ―La atención y educación de la 
primera infancia sustentan la supervivencia, el crecimiento, el desarrollo y el 
aprendizaje de los niños –incluyendo la salud, la nutrición, la higiene y el 
desarrollo cognitivo, social, físico y afectivo– desde su nacimiento hasta su ingreso 
en la escuela primaria en contextos formales, no formales e informales.‖ (Muñoz, 
2012: 10). Sumado a la variedad de temas que requieren ser considerados en 
simultáneo, se insta a la articulación de los esfuerzos de todos los actores 
implicados con el bienestar de la infancia: organismos públicos, organismos de la 
sociedad civil, entidades privadas, comunidades y familias. 
 
En el año 2008, a través de su estrategia de protección del niño, UNICEF 
afirma que ―está especialmente bien situada para influir en el marco normativo 
relativo a los niños mediante la reforma de la legislación, la elaboración de 
políticas y la puesta en marcha de iniciativas de establecimiento de normas‖ 
(ECOSOC, 2008: 6). Promueve un enfoque institucional sistémico de protección 
de la infancia, el cual se inspira de las experiencias nacionales y globales y de los 
conocimientos de la UNICEF al respecto. De tal modo, según UNICEF un Sistema 
de Protección ―comprende el conjunto de leyes, políticas, normas y servicios 
necesarios en todos los ámbitos sociales — especialmente en el ámbito del 
bienestar social, la educación, la salud y la justicia — para apoyar la prevención de 
los riesgos relacionados con la protección y la respuesta en este sentido. Dichos 
sistemas forman parte de la red de protección social y se extienden más allá de 
ella. En lo relativo a la prevención, su objetivo incluye apoyar y fortalecer a las 
familias con objeto de reducir la exclusión social y el riesgo de separación, 
violencia y explotación. (ECOSOC, 2008: 9) 
 
Con el propósito de avanzar en la aplicación del enfoque integral de 
protección de derechos, UNICEF ha confeccionado un documento en el que se 
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ofrecen herramientas destinadas al uso de los Estados (UNICEF, 2009). Este 
―Toolkit‖ es una acción en curso y fue experimentado en siete países dentro de los 
cuales se destaca la participación de Guatemala. Este documento pretende guiar 
a los países en la creación y/o fortalecimiento de un sistema de protección.  
 
Es así que la necesidad de edificar un sistema de protección integral de los 
derechos de los niños pequeños se basa en que las oportunidades con las que 
cuenta una persona para alcanzar el desarrollo de todo su potencial como 
individuo comienzan a definirse desde el momento en que ingresa al mundo. El 
entorno de los niños incide de manera crucial sobre el desarrollo actual y futuro de 
su cuerpo, su mente y su capacidad de aprender. En consecuencia, las 
privaciones económicas, afectivas, y la violencia durante los primeros años de vida 
producen daños en el desarrollo de las personas que en muchos casos son 
irreversibles (OREALC-UNESCO, 2004: 25). 
 
La educación como derecho fundamental 
 
En la teoría constitucional colombiana, un derecho se define como fundamental si 
cuenta con mecanismos reforzados de protección, es decir, si ante su vulneración 
por la acción u omisión del Estado o de los particulares es procedente la acción de 
tutela.  Esta definición admite no sólo la posibilidad de reconocer como derechos 
fundamentales aquellos positivamente sancionados como tales por la 
Constitución, sino también los derechos que la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional pueda considerar como fundamentales, a partir de una 
interpretación armónica de la Carta.  De esta forma, la jurisprudencia ha 
reconocido el carácter de fundamental del derecho a la educación, pese a que no 
se encuentra consagrado en el capítulo de los derechos fundamentales de la 
Constitución.  Al respecto, la Corte desde sus primeras sentencias, sostuvo: 
 
El hecho de limitar los derechos fundamentales a aquellos que se 
encuentran en la Constitución Política bajo el título de los derechos 
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fundamentales y excluir cualquier  otro que ocupe un lugar distinto, no 
debe ser considerado como criterio determinante sino auxiliar, pues él 
desvirtúa el sentido garantizador que a los mecanismos de protección y 
aplicación de los derechos humanos otorgó el constituyente de 1991. El 
juez de tutela debe acudir a la interpretación sistemática, finalista o 
axiológica para desentrañar, del caso particular, si se trata o no de un 
derecho fundamental, lo que podría denominarse una ―especial labor de 
búsqueda‖ científica y razonada por parte del juez.  (Sentencia T-002 
de 1992.) 
 
La Corte Constitucional ha calificado el derecho a la educación como un 
derecho de carácter fundamental, y por tanto, de aplicación inmediata, en dos 
eventos:   
 
Cuando quien exige la prestación del servicio es un menor de edad (lo que le 
otorga prevalencia sobre los derechos de los demás ciudadanos), conforme a lo 
establecido en el artículo 44 de la Constitución.   
 
Cuando la amenaza o vulneración del derecho a la educación apareja la 
amenaza o vulneración de otro derecho de carácter fundamental, como la 
igualdad, el libre desarrollo de la personalidad o el debido proceso. 
 
El derecho a la educación adquiere carácter fundamental cuando su titular es 
un menor de edad debido a que los niños y niñas fueron elevados 
constitucionalmente a sujetos  merecedores de un tratamiento prioritario y especial 
por parte de la familia, la sociedad y el Estado.  La condición física y mental del 
niño convoca la protección especial del Estado y le concede validez de acciones y 
medidas para mitigar  su situación de debilidad, propulsando el principio de 
igualdad.   
Respecto del carácter fundamental del derecho a la educación por su 
conexidad con otros derechos fundamentales, pueden citarse los casos más 
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frecuentes en que la afectación del derecho a la educación se deriva de la 
amenaza o vulneración de otros derechos: 
 
Cuando se vulnera el derecho a la igualdad de acceso o de permanencia en 
el sistema educativo, o cuando el estudiante es discriminado por una institución 
educativa. 
 
Cuando se reprime el derecho al libre desarrollo de la personalidad al fijar, sin 
justificación razonable, restricciones a la apariencia personal o a decisiones de 
tipo personal (como vivir en unión libre o contraer matrimonio). 
 
Cuando se impide ejercer el derecho de participación de los estudiantes en 
las decisiones que los afectan y en la comunidad educativa. 
 
Cuando se imponen sanciones a un estudiante sin brindarle la oportunidad 
para presentar pruebas y ejercer su derecho de defensa. 
 
Cuando a un estudiante se aplican castigos degradantes, humillantes o 
crueles, vulnerando su derecho a la integridad personal. 
 
 
El núcleo esencial del Derecho a la Educación 
 
El derecho a la educación no es absoluto y puede estar sujeto a regulación. 
(Sentencia T-092 de 1994)  Pero toda regulación tiene que respetar unos 
contenidos mínimos que establece la Constitución y que no son negociables.  Los 
instrumentos internacionales imponen al Estado colombiano la obligación de 
limitar el derecho a la educación únicamente a través de leyes, y sólo en la medida 
―compatible con la naturaleza del derecho‖ y con el objeto exclusivo de promover 
el bienestar general.  En dirección semejante, la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional ha sostenido que el derecho a la educación puede ser limitado a 
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través de leyes o reglamentos de las instituciones educativas, siempre que no se 
desconozca su ―núcleo esencial‖.  ―Si bien los derechos, y particularmente los 
considerados como fundamentales, no se pueden desconocer en su esencia bajo 
ninguna situación, no se vulneran cuando se regulan para su adecuado ejercicio, 
ni tampoco cuando se limitan por la ley o la misma Carta para viabilizar el 
cumplimiento de los deberes que la Constitución le impone a las personas en 
beneficio de la colectividad o al servicio del Estado‖.  Sentencia SU-277 de 1993.   
Sobre los límites al derecho a la educación también pueden consultarse, entre 
otras, las sentencias C-530 de 1993 y T-441 de 1995. 
 
Prohibición de afectación del núcleo esencial del derecho a la Educación en 
los instrumentos internacionales 
 
Sobre el tema, los instrumentos internacionales de mayor relevancia son el 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y el Protocolo 
de San Salvador: 
 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 
Artículo 4.  Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que, en 
ejercicio de los derechos garantizados conforme al presente Pacto por 
el Estado, éste podrá someter tales derechos únicamente a limitaciones 
determinadas por ley, sólo en la medida compatible con la naturaleza 
de esos derechos y con el exclusivo objeto de promover el bienestar 
general en una sociedad democrática. 
 
Esta disposición debe interpretarse en concordancia con el numeral 1 del 
artículo 5 del Pacto, que, aplicado al derecho a la educación, prohíbe la 
interpretación del instrumento internacional en el sentido de reconocer al Estado, 
grupo o individuo la facultad para emprender actividades o realizar actos 
encaminados a la destrucción del derecho, o a su limitación en medida mayor que 
la prevista en el Pacto. 
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El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales considera que el 
artículo 4 del Pacto, relativo a las limitaciones legalmente permisibles, tiene por 
objeto fundamental proteger los derechos individuales, no la indulgencia ante la 
imposición de limitaciones por parte del Estado. Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales.  Observación General 13) Y cita como ejemplo de violación 
del artículo 4 en materia educativa el cierre de instituciones de enseñanza en 
épocas de tensión política sin ajustarse a lo dispuesto por el artículo 4.  
 
El Protocolo de San Salvador incorpora una normatividad semejante: 
 
Artículo 5. Alcance de las Restricciones y Limitaciones.  Los Estados 
partes sólo podrán establecer restricciones y limitaciones al goce y 
ejercicio de los derechos establecidos en el presente Protocolo 
mediante leyes promulgadas con el objeto de preservar el bienestar 
general dentro de una sociedad democrática, en la medida que no 
contradigan el propósito y razón de los mismos. 
 
Prohibición de afectación del núcleo esencial del derecho a la Educación en 
la jurisprudencia de la Corte Constitucional 
 
En materia del derecho a la educación, la Corte ha considerado que el 
legislador es la única autoridad con capacidad para limitar el derecho, siempre que 
respete el contenido no negociable del mismo, es decir su ―núcleo esencial‖.  La 
Corte, siguiendo a Peter Häberle, (sentencia T-002 de 1992) ha propuesto una 
definición del núcleo esencial del derecho a la educación en estos términos: 
 
Se denomina contenido esencial o núcleo esencial al ámbito necesario 
e irreductible de conducta que el derecho protege, con independencia 
de las modalidades que asuma el derecho o las formas en que se 
manifieste. El núcleo esencial de un derecho fundamental, entonces, no 
está sometido a la dinámica de coyunturas políticas. En el caso del 
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derecho a la educación, no es posible negar injustificadamente el 
acceso y la permanencia en el sistema educativo a una persona. 
(Sentencia T-944 de 2000) 
 
Esto se aplica también frente a las normas consagradas en los manuales de 
convivencia de las instituciones educativas.  Estas regulaciones deben propender 
por la realización de los principios constitucionales dentro de la comunidad 
educativa.  Por lo tanto, si un estudiante  incurre en actos de indisciplina o no 
responde por sus obligaciones académicas, las sanciones que establezca el 
reglamento, siempre que sean proporcionales a la falta, son procedentes.  Pero si 
los manuales de convivencia consagran requisitos no razonables que afectan el 
núcleo o contenido esencial del derecho a la educación,  imponen cargas 
desproporcionadas o afectan derechos conexos, tales normas resultan contrarias 
a la Constitución y, en consecuencia, el juez de tutela deberá ordenar su 
inaplicación. 
 
La identificación del núcleo esencial del derecho a la educación exige, a su 
turno, identificar el contenido de los derechos que lo conforman. Estos derechos 
son la disponibilidad, el acceso, la permanencia y la calidad.  De igual forma, es 
preciso señalar la estrecha relación del derecho a la educación con algunos 
derechos de libertad (entre otros, la libertad de enseñanza, la autonomía 
universitaria, el derecho de escogencia de los padres de la educación que ha de 
brindarse a sus hijos, el derecho de participación de los estudiantes en las 
decisiones que los afectan y en la comunidad educativa, la libertad religiosa y la 
libertad sexual).  A este respecto, vale la pena identificar los elementos centrales 
de los anteriores derechos, como componentes del derecho fundamental a la 
educación de los niños y las niñas: 
 
Derecho de Disponibilidad: Todo menor de edad tiene el derecho 
fundamental a la existencia de un sistema educativo público que garantice la 
planta de docentes mínima para atender las necesidades del servicio y las 
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escuelas suficientes en el ámbito nacional para los niveles de enseñanza básica 
(hasta el noveno grado).  El derecho de disponibilidad implica también el derecho 
de los particulares para fundar establecimientos educativos, siempre que tales 
instituciones estén provistas de personal docente suficiente y que sus programas 
coincidan con los fines constitucionales y legales de la educación.  La realización 
de la disponibilidad es necesaria para asegurar los demás derechos, 
particularmente el acceso y permanencia en el sistema educativo. 
 
Derecho de Acceso: Todo menor de edad tiene el derecho fundamental de 
acceder a la educación pública básica obligatoria gratuita.  A pesar de que la 
educación es obligatoria sólo hasta los 15 años, se ha hecho extensivo el derecho 
hasta la  finalización de la minoría de edad.  Por lo tanto, si un menor de 18 y 
mayor de 15 años demandara el acceso a la educación pública básica gratuita, 
pervive el amparo constitucional por tratarse de un derecho fundamental, y el 
Estado estaría en la obligación de concederle un cupo en una institución pública 
por tratarse de un derecho de aplicación inmediata.  
 
Derecho a la Permanencia: Todo menor de edad tiene el derecho 
fundamental a permanecer en la educación básica pública gratuita, y en ningún 
caso puede ser excluido.  Si el niño se encuentra en un establecimiento educativo 
privado, el derecho a la permanencia lo protege de la exclusión durante el año 
escolar, a pesar de la morosidad de los padres en el pago de matrículas y 
pensiones.  El derecho a la permanencia de los mayores de edad está sujeto a la 
aprobación académica y disciplinaria del año; por ello,  puede ser privado del 
beneficio de permanecer en una institución educativa determinada cuando existan 
elementos razonables - incumplimiento académico o  graves faltas disciplinarias-. 
 
Derecho de Calidad: El contenido mínimo no negociable del derecho 
fundamental a la educación no se agota en los derechos de disponibilidad, acceso 
y permanencia en el sistema educativo.  La Corte Constitucional también ha 
incluido el derecho a la calidad de la educación, que consiste en el derecho del 
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estudiante a alcanzar los objetivos y fines consagrados constitucional y 
legalmente, independientemente de sus condiciones socioeconómicas o 
culturales, y a desarrollar las capacidades necesarias para producir conocimiento.  
 
Derechos de libertad: Es necesario reconocer el ámbito de derecho civil y 
político que posee el derecho a la educación (Tomaševski, 2001) y sus relaciones 
con derechos de libertad.  Pueden destacarse, entre otras, la autonomía 
universitaria, la libertad de enseñanza, la libertad de investigación, la libertad de 
cátedra, la libertad de expresión y opinión, la libertad de elección de los padres 
acerca de la educación que ha de impartirse a sus hijos, el derecho de 
participación de los estudiantes en las decisiones que los afectan y en la 
comunidad educativa, la libertad religiosa en los establecimientos educativos y la 
libertad sexual.  
 
Los anteriores derechos son de tal magnitud para el orden constitucional que 
su vigencia no puede depender de decisiones políticas de los representantes de 
las mayorías.  Ahora bien, como se trata de la obligación constitucional de 
satisfacer bienes no negociables, el Estado sólo podría liberarse de su 
cumplimiento si demuestra que, en cualquier caso, la satisfacción de las 
necesidades básicas de que se trata, implicaría necesariamente la desprotección 
de otros bienes de idéntica entidad. En otras palabras, la aplicación directa del 
núcleo esencial de los derechos fundamentales de carácter prestacional sólo 
puede limitarse si el Estado demuestra que, pese a todos los esfuerzos 
razonables, le resulta imposible atenderlos sin descuidar la protección básica de 
otros derechos de igual categoría. No obstante, esta situación extrema debe 










Según el artículo 10 del Código Infancia y adolescencia, se entiende por 
corresponsabilidad, la concurrencia de actores y acciones conducentes a 
garantizar el ejercicio de los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes. 
La familia, la sociedad y el Estado son corresponsables en su atención, cuidado y 
protección.  
 
La corresponsabilidad y la concurrencia aplican en la relación que se 
establece entre todos los sectores e instituciones del Estado.  
 
No obstante lo anterior, instituciones públicas o privadas obligadas a la 
prestación de servicios sociales, no podrán invocar el principio de la 
corresponsabilidad para negar la atención que demande la satisfacción de 
derechos fundamentales de niños, niñas y adolescentes.  
 
Jurisprudencia: ―El artículo 44 de la Constitución Política prescribe que la 
vida, la integridad física, la salud y la seguridad social, la alimentación equilibrada, 
su nombre y nacionalidad, tener una familia y no ser separados de ella, el cuidado 
y amor, la educación y la cultura, la recreación y la libre expresión de su opinión 
son derechos fundamentales de los niños, a lo cual agrega que éstos serán 
protegidos contra toda forma de abandono, violencia física o moral, secuestro, 
venta, abuso sexual, explotación laboral o económica y trabajos riesgosos. 
 
‖En el mismo contexto, la norma advierte que «la familia, la sociedad y el 
Estado tienen la obligación de asistir y proteger al niño para garantizar su 
desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos», por lo que, en 
atención a dicho mandato, cualquier «persona puede exigir de la autoridad 
competente su cumplimiento y la sanción de los infractores». Lo anterior –se 
entiende– es consecuencia directa de lo previsto en el último aparte de la norma, 
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según el cual, «los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los 
demás»‖ (Corte Constitucional, Sentencia T-137 de 2006). 
 
 
Antecedentes y experiencias de políticas públicas en educación en Colombia 
 
La política social colombiana durante la década de 1980 se vio afectada por 
el proceso de transición permanente y por los ajustes macroeconómicos. En este 
contexto, Ramírez (1995:304 – 373) (Ramírez, 2006), realizó una revisión de la 
gestión social colombiana en la década de 1980, donde identificó y analizó las 
orientaciones públicas que, durante este período, siguieron los diferentes sectores 
sociales. Este estudio llegó a determinar que las políticas del sector educativo no 
alcanzaron el impacto esperado debido a su falta de continuidad y a la reducción 
de la participación del gasto social en el gasto público, lo que no permitió avanzar 
en logros de cobertura y calidad, pues aunque estas variables mostraron 
comportamientos positivos, no alcanzaron las dimensiones de décadas anteriores. 
 
Wiesner (1997), desde una perspectiva institucional, analizó la efectividad de 
las políticas públicas en Colombia, destacando en materia de educación el papel 
de los factores institucionales en el suministro de la educación primaria y 
secundaria a partir de la descentralización en la prestación del servicio en el país. 
Este análisis mostró cómo el marco legal que conduce al servicio de educación se 
caracteriza por su rigidez. Así, concluyó que existe un problema de concepción y 
diseño, pues se confundió la provisión pública de la educación con su 
financiamiento público. A partir de este diagnóstico, se propuso un cambio 
estructural en las condiciones globales dentro de las que se efectuaba el gasto 
social para que fuera más eficiente y con un mayor efecto distributivo por medio de 
cinco etapas interdependientes que corresponden a: la definición de prioridades, la 
reestructuración institucional y legal, la reestructuración financiera, la concertación 




Por otra parte, el trabajo de Corredor (2002)  identifica las particularidades de 
las políticas públicas en materia de educación y sus modos de financiación, por 
medio de un análisis de acuerdo con las estadísticas existentes y a la normativa 
vigente. En esta revisión, la autora concluye que el sector presenta una situación 
precaria en términos de cobertura y de calidad, con un alto nivel de exclusión 
determinado principalmente por un gasto público deficitario y plantea la necesidad 
de una reestructuración, obedeciendo ésta al financiamiento de la oferta como la 
vía de mayor efectividad en materia de cobertura, eficiencia y equidad. 
 
Dentro del pacto de los países latinoamericanos con el desarrollo humano, 
ratificado tanto en la declaración de los ODM como en el Programa de Educación 
Para Todos y la Cumbre de las Américas de 1998, la CEPAL (2004) evaluó las 
necesidades financieras de los países en materia educativa a partir del análisis en 
el marco de los compromisos asumidos con la educación, como eje principal del 
desarrollo, por los gobiernos de América Latina y el Caribe. Este informe mostró la 
necesidad de la modernización de la gestión, el mejoramiento en la asignación del 
gasto público y de los recursos de cooperación internacional además de la 
redefinición del uso de los recursos, pues la inversión en sí misma no garantiza 
avanzar hacia un sistema que ofrezca equidad, eficiencia y calidad. 
 
El Plan de Desarrollo Educativo 2002 – 2006, afirma que el desarrollo 
económico y social está directamente asociado al aumento de la productividad que 
a su vez depende del crecimiento de la educación y de las habilidades de la fuerza 
laboral. Así, desde la perspectiva de cobertura y calidad de la educación como 
factores determinantes de la competitividad de un país, el trabajo de Botero 
(2004), presentó la propuesta que a nivel gubernamental buscaba transformar el 
sistema educativo colombiano y mejorar la calidad de vida de la población. 
Partiendo del diagnóstico del sector durante la década de 1990 por medio de 
estadísticas, el plan pone en evidencia el modesto avance del sistema educativo 
tanto en cobertura como en eficiencia y calidad. En el caso particular de la 
educación primaria, Botero (2004:139), afirma que ―sin descuidar la atención que 
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demanda la cobertura de la básica primaria, los niveles que exigen especial 
consideración son los de preescolar, secundaria y media, en particular en las 
zonas rurales‖. Tal afirmación la hace a partir de la comparación de las tasas de 
cobertura bruta y de cobertura neta para cada nivel de educación, que demuestran 
que la educación primaria tiene niveles de cobertura casi universales, mientras 
que en los demás niveles las tasas de cobertura no alcanzan el 80%. De este 
modo, el Plan de Desarrollo Educativo propuesto por el Gobierno Nacional centró 
su atención en tres políticas básicas: ampliar la cobertura, mejorar la calidad y 
mejorar la eficiencia para todos los niveles de educación, garantizando, al mismo 






Constitución Política de Colombia 
 
Artículo 42. Reconoce a la familia como el núcleo fundamental de la sociedad y a 
la cual el Estado y la sociedad deben garantizar la protección integral. Además, 
basados en que las relaciones al interior de la familia se basan en la igualdad de 
derechos y deberes de la pareja y en el respeto recíproco entre todos sus 
integrantes conmina cualquier forma de violencia en la familia.      
 
Artículo 44 se señalan los derechos fundamentales de los niños entre los que 
se encuentran el derecho a la vida, a tener una familia y no ser separado de ella y 
a estar protegido contra toda forma de abandono, violencia física o moral.  
 
Ley 1098 de 2006 




Este código tiene por finalidad garantizar a los niños, a las niñas y a los 
adolescentes su pleno y armonioso desarrollo para que crezcan en el seno de la 
familia y de la comunidad, en un ambiente de felicidad, amor y comprensión. 
Establece normas sustantivas y procesales para la protección integral de los 
niños, las niñas y los adolescentes, garantizar el ejercicio de sus derechos y 
libertades consagrados en los instrumentos internacionales de Derechos 
Humanos, en la Constitución Política y en las leyes, así como su restablecimiento. 
 
Artículo 22. Los niños, las niñas y los adolescentes tienen derecho a tener y 
crecer en el seno de la familia, a ser acogidos y no ser expulsados de ella.   Los 
niños, las niñas y los adolescentes sólo podrán ser separados de la familia cuando 
esta no garantice las condiciones para la realización y el ejercicio de sus derechos 
conforme a lo previsto en este código. La condición económica de la familia no 
podrá dar lugar a la separación. 
 
Responsabilidad parental, obligación compartida y solidaria del padre y la 
madre de asegurarse que los niños, las niñas y los adolescentes puedan lograr el 
máximo nivel de satisfacción de sus derechos. 
 
Derechos de protección: Los niños, las niñas y los adolescentes serán 
protegidos contra:   
 
1. El abandono físico, emocional y psicoafectivo de sus padres, 
representantes legales o de las personas, instituciones y autoridades que tienen la 
responsabilidad de su cuidado y atención.   
 
9. La situación de vida en calle de los niños y las niñas. 
 
 
Ley 115 de 1994 
Por la cual se expide la ley general de educación. 
44 
 
Ley General de Educación. Ordena la organización del Sistema Educativo 
General Colombiano. Esto es, establece normas generales para regular el Servicio 
Público de la Educación que cumple una función social acorde con las 
necesidades e intereses de las personas, de la familia y de la sociedad. 
 
Artículo 5o. Fines de la educación, de conformidad con el artículo 67 de la 
Constitución Política. 
 
Artículo 6o. Comunidad educativa. De acuerdo con el artículo 68 de la 
Constitución Política, la comunidad educativa participará en la dirección de los 
establecimientos educativos, en los términos de la presente Ley.  
 
La comunidad educativa está conformada por estudiantes o educandos, 
educadores, padres de familia o acudientes de los estudiantes, egresados, 
directivos docentes y administradores escolares. Todos ellos, según su 
competencia, participarán en el diseño, ejecución y evaluación del Proyecto 
Educativo Institucional y en la buena marcha del respectivo establecimiento 
educativo.  
 
Artículo 7o. La familia. A la familia como núcleo fundamental de la sociedad 
y primer responsable de la educación de los hijos, hasta la mayoría de edad o 
hasta cuando ocurra cualquier otra clase o forma de emancipación. 
 
Artículo 8o. La sociedad. La sociedad es responsable de la educación con 
la familia y el Estado. Colaborará con éste en la vigilancia de la prestación del 
servicio educativo y en el cumplimiento de su función social. 
 
Artículo 9o. El derecho a la educación. El desarrollo del derecho a la 





Ley 7 de 1979 
Por la cual se dictan normas para la protección de la niñez, se establece el 
Sistema Nacional de Bienestar Familiar, se reorganiza el Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar y se dictan otras disposiciones. 
 
Formula principios de protección a la niñez y establece que el bienestar familiar es 
un servicio público, a cargo del Estado, el cual se presta  a través del Sistema 
Nacional de Bienestar Familiar. 
 
Artículo 2o. La niñez constituye parte fundamental de toda política para el 
progreso social y el Estado debe brindar a los niños y a los jóvenes la posibilidad 
de participar activamente en todas las esferas de la vida social y una formación 
integral y multifacética. 
 
Artículo 3o. Todo niño tiene derecho a participar de los programas del 
Estado y a la formación básica que se brinda a los colombianos, sin distinciones 
de raza, color de piel, sexo, religión, condición social o procedencia. Del mismo 
modo tiene derecho a ser educado en espíritu de paz y fraternidad universal. 
 
Artículo 6o. Todo niño tiene derecho a la educación, la asistencia y 
bienestar sociales. Corresponde al Estado asegurar el suministro de la Escuela, la 
nutrición escolar, la protección infantil, y en particular para los menores impedidos 
a quienes se deben cuidados especiales. 
 
Artículo 8o. Los padres tendrán derecho preferente a escoger el tipo de 
educación que habrá de darse a sus hijos. En defecto de estos y a falta de 
persona responsable, corresponde al Estado asumir la educación de los menores, 
de acuerdo con su edad y aptitudes.  
 
Artículo 9o. El Estado debe velar porque la educación pre-escolar esté 
orientada a promover y estimular en los niños menores de siete años el desarrollo 
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psicomotor, la percepción sensible, su integración social y el aprestamiento para 
actividades escolares. En las zonas rurales y en las zonas marginadas de las 
ciudades los programas en tal sentido deberán asociarse con el complemento 
alimenticio para la seguridad del menor 
 
Decreto 2388 de 1979 
Por el cual se reglamentan las leyes 75 de 1968, 27  de 1974 y 7o. de 1979. 
 
 
Establece las funciones del ICBF y normas sobre instituciones que prestan 
atención en protección a la niñez, las cuales se consideran adscritas (entidades 
públicas) o vinculadas (entidades privadas) al Sistema Nacional de Bienestar 
Familiar, dice en su artículo 12 que las actividades que realicen estas entidades 
―deberán cumplirse con estricta sujeción a las normas del servicio y los 
reglamentos dictados por el ICBF‖   
 
Artículo 1o. Compete a los organismos y autoridades del Estado, cumplir y 
hacer cumplir, en sus respectivas áreas de competencia, las normas que para la 
protección de la niñez colombiana consagra la ley 7o. de 1979. 
 
Artículo 2o. Respecto de la protección al menor de edad los organismos y 
autoridades se regirán por las disposiciones anteriores vigentes, las de la ley 7  de 








Tipo y método de investigación 
 
El tipo de investigación,  Socio jurídico, descriptivo y se aplica el método 
lógico deductivo. 
 
La investigación socio jurídica, busca analizar una problemática social en 
derecho, para lo cual utiliza elementos que permiten al investigador obtener o 
hallar lo buscado: el conocimiento jurídico y poder determinar que partes de la 
normatividad relacionada con el derecho a la educación se aplica o se presentan 
vacíos en la norma para el contexto donde está ubicada la Institución Educativa 
Pablo Neruda.  
 
De tipo descriptiva, basada en  la recopilación, análisis y sistematización  de 
la información sobre la Garantía del derecho a la educación de los niños, niñas y 
adolescentes de la Institución Educativa Pablo Neruda comuna 8 de la ciudadela 
Juan  Atalaya de Cúcuta. 
 
El método  es lógico deductivo,  porque  se  analiza  la garantía del derecho 
a la educación de los niños, niñas y adolescentes de la Institución Educativa Pablo 
Neruda comuna 8 de la ciudadela Juan  Atalaya de Cúcuta, con base en los datos 
estadísticos de los estudiantes retirados y matriculados en educación Básica 
Primaria y Secundaria.  
 
Población y muestra 
 
La población corresponde a la comunidad educativa de la Institución 
Educativa Pablo Neruda comuna 8 de la ciudadela Juan  Atalaya de Cúcuta. 
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Tabla  1. Total personal comunidad educativa Institución Educativa Pablo 
Neruda 
PERSONAS TOTAL 
Directivos  5 
Docentes  68 
Administrativos  4 
Apoyo  1 
Total de Estudiantes  2072 
Total de la población  2150 
Fuente: Institución Educativa Pablo Neruda 
 
Teniendo en cuenta, que la investigación está focalizada en los estudiantes 
Grados 9°, 10° 11°, a continuación se  presenta el total por grado a quienes se les 
aplica la encuesta. 
 
Tabla  2. Estudiantes Grados 9°, 10° 11° 
 
GRADOS  TOTAL 
Grado 9° 74 
Grado 10° 78 
Grado 11° 82 
Total estudiantes  234 
Fuente: Institución Educativa Pablo Neruda. Febrero 2016 
 
 
Análisis de información 
 
Se entrevista al coordinador de la institución educativa, para lo cual se 
estableció cita previa, ya con un formato de preguntas establecidos. (Ver Anexo 
A). 
 
Luego se solicitó encuestar a los estudiantes de los Grados 9°, 10° 11° (Ver 
Anexo B). 
 





 Análisis de la entrevista 
 
Entrevistado: Coordinador Luis Ernesto Leal Leal. 
Entrevistador: Mario Fabián Ruiz 
Medio de registro de información. Grabación.  
 
1. ¿Cuantas niñas y niños hay matriculados actualmente en básica primaria 
y secundaria?  
 
R/       2072 Estudiantes 
797 Estudiantes en primaria, y 1275  en básica secundaria. 
 
2. ¿Cuál es la matricula inicial, matricula final, matricula inicial por sexo, 
matricula final por sexo y la repetición por grados  
 
R/   2072 estudiantes 
          Se retiraron 15  
         Matricula final 2057 estudiantes  
        1 repitente en 8° y en 7° 
 
3. ¿A la fecha cuantos niños y niñas se han retirado? 
 
R/  6 niñas y 9 niños 
 
4. ¿Cuáles son las causas o motivos más frecuentes de la deserción 
escolar? 
 
R/   La población flotante es decir, que  residen temporal en el barrio y sus 




5. ¿Qué medidas ha tomado la institución para evitar la deserción escolar? 
 
R/ orientación a los estudiantes 
      Visitas domiciliarias, para saber las causas e incentivarlos a retornar de 
nuevo a clases  
    Seguimiento constante  
     Revisión del sistema para ver si están matriculados en otra institución 
educativa 
 
6. ¿Los niños y niñas cuentan con las garantías estipuladas por el Ministerio 
de Educación Nacional para su permanencia en la institución educativa ¿Cuáles? 
 
R/ si la garantía de la matrícula en los diferentes grados así, no aprueben el 
año escolar.  
 
7. ¿El número de docentes  es el indicado para la cantidad de estudiantes 
matriculados? 
 
R/  SI, es el indicado. 
 
8. ¿Cuáles son las necesidades más a apremiantes de  la institución 
educativa que impide la atención integral de los estudiantes? 
 
R/  Más refrigerios solo hay 17 
    
    Desayunos escolares 
       Herramientas de trabajo: proyector video Beam  Computadores, 
impresoras  
 




R/  No, porque todos los jóvenes tienen derecho a la educación. 
 
Análisis de la encuesta aplicada a los estudiantes de los Grados 9°, 10° y 11° 
 
Tabla 3.  Género  
 








Total  234 100% 
 
 















Fuente: Mario Fabián Ruiz Jiménez. Marzo 2016. 
 
Del total de la población encuestada por género los resultados son los 











Tabla 4. Edad 
 

















Total  234 100% 
 
 













14 años 15 años 16 años 17 años 18 años
Edad
14 años 15 años 16 años 17 años 18 años
 
Fuente: Mario Fabián Ruiz Jiménez 
 
Del total de la población encuestada por edad los resultados son los 
siguientes: un 28,20% 14 años; un 20,51% 15 años; un 19,23% 16 años; un 









Tabla 5. Grado 
 











Total  234 100% 
Fuente: Mario Fabián Ruiz Jiménez 
 
 













9 Grado 10 Grado 11 Grado
Grado
9 Grado 10 Grado 11 Grado
 
Fuente: Mario Fabián Ruiz Jiménez 
 
 
Del total de la población por grado de escolaridad los resultados son los 
siguientes: un 31,62% noveno grado; un 33,33% décimo grado; un 35,05% 









Tabla 6. Conoce usted deberes y derechos como estudiantes 
 
CONOCE USTED DEBERES 
Y DERECHOS COMO 
ESTUDIANTES 








Total  234 100% 
 
 













Conoce usted deberes y derechos como estudiantes. 
Si No
 
Fuente: Mario Fabián Ruiz Jiménez 
 
 
Del total de la población encuestada conocen sus derechos y deberes como 
estudiante los resultados son los siguientes: un 96,58% opina que si los conoce, 
pues están en el manual de convivencia de la institución, además que por los 
diferentes medios de comunicación los han escuchado; un 3,42% dice que no los 






Tabla 7. Como es la atención recibida por parte de representantes y 
docentes del Colegio. 
 
COMO ES LA ATENCIÓN 
RECIBIDA POR PARTE DE 
REPRESENTANTES Y 
DOCENTES DEL COLEGIO. 














Total  234 100% 
Fuente: Mario Fabián Ruiz Jiménez 
 
 
Gráfica 5. Distribución porcentual como es la atención recibida por parte de 












Satisfecho Muy Satisfecho Poco satisfecho Nada satisfecho
Como es la atención recibida por parte de representantes y 
docentes del Colegio.
Satisfecho Muy satisfecho Poro Satisfecho Nada satisfecho
 
Fuente: Mario Fabián Ruiz Jiménez 
 
Del total de la población encuestada como es la atención recibida por parte 
de representantes y docentes del Colegio, los resultados son los siguientes: un 
39,31% se encuentran satisfechos, manifiestan que reciben buen trato; un 35,05% 
muy satisfecho dado que siempre han encontrado apoyo, tanto en lo académico, 
como por asuntos personales; un 18,80% poco satisfecho, debido a 
inconvenientes de disciplina; un 6,84% nada satisfecho. 
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Tabla 8. Le han negado alguna vez el acceso a recibir clases. 
 
LE HAN NEGADO ALGUNA VEZ 
EL ACCESO A RECIBIR 
CLASES. 








Total  234 100% 
Fuente: Mario Fabián Ruiz Jiménez 
 
 













Le han negado alguna vez el acceso a recibir clases.
Si No
 
Fuente: Mario Fabián Ruiz Jiménez 
 
 
Del total de la población encuestada le han negado alguna vez el acceso a 
recibir clases, los resultados son los siguientes: el total opina que no, que dicha 
situación no se ha presentado en la institución educativa, que además es un 





Tabla 9. Considera usted que la educación que usted recibe es de calidad 
(buenos docentes, horas lúdicas, restaurante escolar, laboratorios, ayudas 
audiovisuales, informática) 
 
Considera usted que la educación 
que usted recibe es de calidad 
(buenos docentes, horas lúdicas, 
restaurante escolar, laboratorios, 
ayudas audiovisuales, informática) 











Total  234 100% 
Fuente: Mario Fabián Ruiz Jiménez 
 
Gráfica 7. Distribución porcentual considera usted que la educación que 
usted recibe es de calidad (buenos docentes, horas lúdicas, restaurante escolar, 












Siempre A veces Nunca
Considera usted que la educación que usted recibe es de calidad (buenos 
docentes, horas lúdicas, restaurante escolar, laboratorios, ayudas audiovisuales, 
informática)
Siempre A veces Nunca
 
Fuente: Mario Fabián Ruiz Jiménez. Marzo 2016. 
 
Distribución porcentual considera usted que la educación que usted recibe 
es de calidad (buenos docentes, horas lúdicas, restaurante escolar, laboratorios, 
ayudas audiovisuales, informática) los resultados son os siguientes: un 50% opina 
que siempre por los docentes, horas lúdicas; un 35,89% a veces, pues no cuentan 
con desayuno escolar, falta más ayudas audiovisuales, entre otros; un 14,11% 
opina que nunca, debido a que faltan muchas cosas por mejorar para que la 
educación sea de más calidad. 
58 
 
Tabla 10. El colegio cuenta con suficientes profesores 
 
EL COLEGIO CUENTA CON 
SUFICIENTES PROFESORES 








Total  234 100% 
 













El colegio cuenta con suficientes profesores
Si No
 
Fuente: Mario Fabián Ruiz Jiménez 
 
 
Del total de la población encuestada el colegio cuenta con suficientes 
profesores, los resultados son los siguientes: el total opina que sí, nunca se han 
presentado situaciones, de quedarse sin clase por falta de docentes, como sucede 









Tabla 11. Las instalaciones locativas del colegio son acordes, amplias a la 
cantidad de estudiantes 
 
LAS INSTALACIONES LOCATIVAS 
DEL COLEGIO SON ACORDES, 
AMPLIAS A LA CANTIDAD DE 
ESTUDIANTES 








Total  234 100% 
 
Gráfica 9. Distribución porcentual las instalaciones locativas del colegio son 











Las instalaciones locativas del colegio son acordes, amplias a 
la cantidad de estudiantes
Si No
 
Fuente: Mario Fabián Ruiz Jiménez 
 
Del total de la población encuestada las instalaciones locativas del colegio 
son acordes, amplias a la cantidad de estudiantes, los resultados son los 
siguientes: un 79,91% considera que si, porque el espacio es suficiente; el 20,09% 
opina que no, que se debe mejorar muchos aspectos, que los laboratorios 






Tabla 12. La metodología que utilizan los docentes en sus clases es 
adecuada, entendible. 
 
LA METODOLOGÍA QUE 
UTILIZAN LOS DOCENTES EN 
SUS CLASES ES ADECUADA, 
ENTENDIBLE. 











Total  234 100% 
 
Gráfica 10. Distribución porcentual la metodología que utilizan los docentes 













Siempre A veces Nunca
La metodología que utilizan los docentes en sus clases es adecuada, 
entendible
Siempre A veces Nunca
 
Fuente: Mario Fabián Ruiz Jiménez 
 
 
Del total de la población encuestada la metodología que utilizan los 
docentes en sus clases es adecuada, entendible, los resultados son los siguientes: 
un 58,98% opina que sí, dado que le entienden en casa y utilizan recursos 
didácticos de manera que se puedan entender los temas; un 23,93% a veces, 
pues muchas veces no les queda bien claro el tema dado en clase; un 17,09% 




Tabla 13. En caso de presentarse alguna duda en una materia o tema 
específico, recibe usted apoyo por parte del docente. 
 
EN CASO DE PRESENTARSE 
ALGUNA DUDA EN UNA MATERIA O 
TEMA ESPECÍFICO, RECIBE USTED 
APOYO POR PARTE DEL DOCENTE 











Total  234 100% 
 
Gráfica 11. Distribución porcentual en caso de presentarse alguna duda en 











Siempre A veces Nunca
En caso de presentarse alguna duda en una materia o tema 
específico, recibe usted apoyo por parte del docente
Siempre A veces Nunca
 
Fuente: Mario Fabián Ruiz Jiménez 
 
 
Del total de la población encuestada en caso de presentarse alguna duda 
en una materia o tema específico, recibe usted apoyo por parte del docente los 
resultados son los siguientes: un 79,91% opina que sí, que los profesores se 
preocupan por despejarles dudas cuando ellos se la solicitan, que les hacen 
recuperaciones; un 20,09% a veces, y admiten que en muchas ocasiones no se 




Tabla 14. Los programas técnicos  de Asistencia administrativa y 
contabilidad que ofrece el colegio, responde a sus necesidades e intereses 
educativos y laborales 
 
LOS PROGRAMAS TÉCNICOS  DE 
ASISTENCIA ADMINISTRATIVA Y 
CONTABILIDAD QUE OFRECE EL 
COLEGIO, RESPONDE A SUS 
NECESIDADES E INTERESES 
EDUCATIVOS Y LABORALES 








Total  234 100% 
 
Gráfica 12. Distribución porcentual los programas técnicos  de Asistencia 
administrativa y contabilidad que ofrece el colegio, responde a sus necesidades e 













Los programas técnicos  de Asistencia administrativa y contabilidad 
que ofrece el colegio, responde a sus necesidades e intereses 
educativos y laborales. 
Si No
 
Fuente: Mario Fabián Ruiz Jiménez 
 
 
Del total de la población encuestada los programas técnicos  de Asistencia 
administrativa y contabilidad que ofrece el colegio, responde a sus necesidades e 
intereses educativos y laborales, los resultados son los siguientes: un 53,84% 
opina que sí, dado que les gustaría ser profesionales en administración y/o 
contabilidad; un 46,16% opina que no, que sus intereses profesionales son otros, 
pero de igual manera es importante aprender de todo. 
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Tabla 15. Considera usted que la institución debería contar con otros 
programas técnicos 
 
CONSIDERA USTED QUE LA 
INSTITUCIÓN DEBERÍA 
CONTAR CON OTROS 
PROGRAMAS TÉCNICOS 








Total  234 100% 
 
Gráfica 13. Distribución porcentual considera usted que la institución 

















Fuente: Mario Fabián Ruiz Jiménez 
 
 
Del total de la población encuestada considera usted que la institución 
debería contar con otros programas técnicos, los resultados son los siguientes: un 
62,82% opina que sí, pues les permite elegir otras opciones para desarrollar sus 
competencias profesionales, para el futuro desempeño laboral; el 37,18% opina 
que no, pues los programas que se ofrecen están acorde a sus intereses y 




Tabla 16. Conoce usted cual es el derecho a recibir una educación integral 
de calidad 
 
CONOCE USTED CUAL ES EL 
DERECHO A RECIBIR UNA 
EDUCACIÓN INTEGRAL DE 
CALIDAD 








Total  234 100% 
Fuente: Mario Fabián Ruiz Jiménez 
 
 
Gráfica 14. Distribución porcentual conoce usted cual es el derecho a recibir 











Conoce usted cual es el derecho a recibir una educación integral de calidad
Si No
 
Fuente: Mario Fabián Ruiz Jiménez 
 
 
Del total de la población encuestada conoce usted cual es el derecho a 
recibir una educación integral de calidad los resultados son los siguientes un 
93,16% opina que sí, que se refiere a recibir clases de manera permanente, 
buenos docentes, equipos de computación actualizados, mejorar las ayudas 






Tabla 17. Este derecho a recibir una educación integral de calidad, la 
institución educativa se lo garantiza 
 
ESTE DERECHO A RECIBIR UNA 
EDUCACIÓN INTEGRAL DE 
CALIDAD, LA INSTITUCIÓN 
EDUCATIVA SE LO GARANTIZA 








Total  234 100% 
Fuente: Mario Fabián Ruiz Jiménez 
 
 
Gráfica 15. Distribución porcentual este derecho a recibir una educación 













Este derecho a recibir una educación integral de calidad, la 
institución educativa se lo garantiza
Si No
 
Fuente: Mario Fabián Ruiz Jiménez 
 
 
Del total de la población encuestada el derecho a recibir una educación 
integral de calidad, la institución educativa se lo garantiza, un 46,15% opina que 
sí, porque cuentan con buenos profesores y reciben buen trato; el 53,85% opina 
que no, pues no les ofrecen el servicio de desayuno escolar, las ayudas 
audiovisuales son muy pocas, los computadores no están actualizados, mejorar 
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las instalaciones de manera general, de manera que ese derecho a la educación 
se cumpla integralmente.  
 
De los resultados de la entrevista y la encuesta, se puede deducir, que si 
bien los estudiantes adscritos a la Institución educativa Pablo Neruda, tienen la 
garantía del derecho a la educación, por el sólo hecho que no se les niega la 
matricula, así no aprueben el año, el derecho integral a una educación de calidad, 
no está asegurado, dado que tanto el coordinador, como los estudiantes coinciden 
en que faltan más elementos de trabajo tanto en la parte audiovisual, como de 
equipos de cómputo y sus accesorios, de manera, que se tenga acceso a una 
educación de calidad, acorde a las tendencias del mercado, que requiere cada vez 
más, que los jóvenes actuales desarrollen competencias laborales, que se ajusten 
a esas exigencias del mercado laboral, por ende, deben recibir una educación que 
se acople a  dichas circunstancias. 
 
Por otra parte, que el gobierno nacional, tiene la obligación de garantizar el 
derecho a la educación, como derecho inalienable, es importante la gestión que 
realicen las directivas de la institución para que los estudiantes cuenten con el 
desayuno escolar, teniendo en cuenta las condiciones socioeconómicas del 
sector, donde está ubicada. 
 
Una vez realizada la entrevista, y aplicada la encuesta se procedió a la 
búsqueda de la jurisprudencia más relevante en materia de la garantía del 







GARANTÍA DEL DERECHO A LA EDUCACION DE LOS NIÑOS, NIÑAS Y 
ADOLESCENTES DE LA INSTITUCION EDUCATIVA PABLO NERUDA COMUNA 
8 DE LA CIUDADELA JUAN  ATALAYA DE CÚCUTA 
 
 
Análisis  jurisprudencial materia de vulneración  del derecho a la educación de los 
niños, niñas y adolescentes en Colombia 
 
Para el análisis de las posturas jurisprudenciales en materia de vulneración  del 
derecho a la educación de los niños, niñas y adolescentes en Colombia, se 
consultaron las sentencias más relevantes según el caso, cuyos apartados se 
presentan a continuación.  
 
 
Derecho a la educación 
 
Sentencia T-306/11  
 
El derecho a la educación consiste, básicamente, en la facultad de gozar de 
un servicio de educación en condiciones de disponibilidad, accesibilidad, 
adaptabilidad y aceptabilidad. (El derecho a la educación puede diferenciarse de 
los derechos en la educación, concepto que abarca todos aquellos derechos que 
deben ser respetados dentro de los procesos educativos, como la dignidad 
humana, la igualdad (en el acceso y la permanencia en el sistema educativo), la 
integridad personal (prohibición de sanciones que atenten contra ella), el libre 
desarrollo de la personalidad (prohibición de discriminar o sancionar a los(as) 
estudiantes que opten por llevar el pelo largo, por casarse o convivir con otra 
persona, por su opción sexual o por haber decidido ser padre o madre), el debido 
proceso (el cual debe aplicarse al imponer sanciones por faltas disciplinarias en el 
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ámbito escolar), la libertad de cultos (pues nadie puede ser obligado a recibir 
educación religiosa), entre otros. ) Es por esto que la educación a más de ser un 
derecho es un servicio público en virtud del artículo 67 de la Constitución1. 
 
El derecho a la educación es reconocido en el artículo 44 de la 
Constitución, el cual hace referencia a los niños y las niñas como sus titulares2, y 
en el artículo 67 de la misma3 según el cual este derecho se radica, también, en 
cabeza de las demás personas. Además, es reconocido por varios tratados 
internacionales de derechos humanos ratificados por Colombia -que hacen parte 
del bloque de constitucionalidad al tenor del artículo 93 de la Carta de 1991- como 
el Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales (―Artículo 
13. 1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda 
persona a la educación. Convienen en que la educación debe orientarse hacia el 
pleno desarrollo de la personalidad humana y del sentido de su dignidad, y debe 
fortalecer el respeto por los derechos humanos y las libertades fundamentales. 
Convienen asimismo en que la educación debe capacitar a todas las personas 
para participar efectivamente en una sociedad libre, favorecer la comprensión, la 
tolerancia y la amistad entre todas las naciones y entre todos los grupos raciales, 
étnicos o religiosos, y promover las actividades de las Naciones Unidas en pro del 
mantenimiento de la paz. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que, 
con objeto de lograr el pleno ejercicio de este derecho:  
 
a) La enseñanza primaria debe ser obligatoria y asequible a todos 
gratuitamente;  
 
b) La enseñanza secundaria, en sus diferentes formas, incluso la 
enseñanza secundaria técnica y profesional, debe ser generalizada y hacerse 
accesible a todos, por cuantos medios sean apropiados, y en particular por la 
implantación progresiva de la enseñanza gratuita;  
                                            
1
 Sobre el carácter de servicio público de la educación ver las sentencias T-526 de 1997, T-029 de 2002, T-1227 de 2005, T-550 de 2007, T-805 de 2007, entre otras.  
2
 “Artículo 44. Son derechos fundamentales de los niños: (…) la educación”.  
3
 “Artículo 67. La educación es un derecho de la persona y un servicio público que tiene una función social: con ella se busca el acceso al conocimiento, a la ciencia, 




c) La enseñanza superior debe hacerse igualmente accesible a 
todos, sobre la base de la capacidad de cada uno, por cuantos medios sean 
apropiados, y en particular por la implantación progresiva de la enseñanza 
gratuita;  
 
d) Debe fomentarse o intensificarse, en la medida de lo posible, la 
educación fundamental para aquellas personas que no hayan recibido o terminado 
el ciclo completo de instrucción primaria;  
 
e) Se debe proseguir activamente el desarrollo del sistema escolar en todos 
los ciclos de la enseñanza, implantar un sistema adecuado de becas, y mejorar 
continuamente las condiciones materiales del cuerpo docente.  
 
3. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la 
libertad de los padres y, en su caso, de los tutores legales, de escoger para sus 
hijos o pupilos escuelas distintas de las creadas por las autoridades públicas, 
siempre que aquéllas satisfagan las normas mínimas que el Estado prescriba o 
apruebe en materia de enseñanza, y de hacer que sus hijos o pupilos reciban la 
educación religiosa o moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones.  
 
4. Nada de lo dispuesto en este artículo se interpretará como una restricción 
de la libertad de los particulares y entidades para establecer y dirigir instituciones 
de enseñanza, a condición de que se respeten los principios enunciados en el 
párrafo 1 y de que la educación dada en esas instituciones se ajuste a las normas 
mínimas que prescriba el Estado‖.), el Protocolo Adicional a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales -en adelante Pacto de San Salvador- (artículo 13) y la 
Convención sobre los Derechos del Niño4 (artículo 28).   (.Los Estados partes en 
                                            
4
 Ratificada por Colombia en 1991.  
70 
 
el presente Protocolo reconocen que, con objeto de lograr el pleno ejercicio del 
derecho a la educación: 
 
a.    la enseñanza primaria debe ser obligatoria y asequible a todos 
gratuitamente; 
 
b.    la enseñanza secundaria en sus diferentes formas, incluso la 
enseñanza secundaria técnica y profesional, debe ser generalizada y hacerse 
accesible a todos, por cuantos medios sean apropiados, y en particular por la 
implantación progresiva de la enseñanza gratuita; 
 
c.    la enseñanza superior debe hacerse igualmente accesible a todos, 
sobre la base de la capacidad de cada uno, por cuantos medios sean apropiados 
y, en particular, por la implantación progresiva de la enseñanza gratuita; 
 
d.    se deberá fomentar o intensificar, en la medida de lo posible, la 
educación básica para aquellas personas que no hayan recibido o terminado el 
ciclo completo de instrucción primaria; 
 
e.    se deberán establecer programas de enseñanza diferenciada para los 
minusválidos a fin de proporcionar una especial instrucción y formación a 
personas con impedimentos físicos o deficiencias mentales. 
 
Conforme con la legislación interna de los Estados partes, los padres 
tendrán derecho a escoger el tipo de educación que habrá de darse a sus hijos, 
siempre que ella se adecue a los principios enunciados precedentemente). 
 
Desde sus primeros años5, esta Corte ha resaltado la importancia del 
derecho a la educación como instrumento o medio esencial para alcanzar el goce 
de otros derechos tales como la dignidad humana, el libre desarrollo de la 
                                            
5
 Sentencia T-236 de 1994. En el mismo sentido, las sentencias T-1227 de 2005 y T-805 de 2007, entre otras.  
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personalidad, la igualdad, el derecho a escoger profesión u oficio, el derecho al 
trabajo, el mínimo vital y, en general, para lograr una ciudadanía plena. Así mismo, 
el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, organismo que 
interpreta y vigila el cumplimiento del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, en su Observación General No. 13 sobre el 
derecho a la educación, afirmó que éste derecho ―es el principal medio que 
permite a adultos y menores marginados económica y socialmente salir de la 
pobreza y participar plenamente en sus comunidades‖6, razón por la cual cobra 
vital importancia en un país como el nuestro. 
 
De acuerdo a la clasificación ampliamente difundida en la doctrina que se 
ha ocupado de los derechos fundamentales, la cual toma como base el proceso 
histórico de surgimiento de estas garantías como parámetro de consulta para 
establecer la naturaleza de tales derechos, el de la educación se inscribe en la 
categoría de los derechos de segunda generación –igualmente conocidos como 
derechos sociales o de contenido económico, social y cultural-. 
 
En el ordenamiento jurídico colombiano y, durante un amplio lapso, la 
doctrina constitucional – incluida la jurisprudencia de la Corte Constitucional -, 
acogió la distinción teórica entre derechos civiles y políticos o derechos de primera 
generación, de una parte, y derechos sociales, económicos y culturales, de otra. 
Los primeros generadores de obligaciones negativas o de abstención y por ello 
reconocidos en su calidad de derechos fundamentales y susceptibles de 
protección directa por vía de tutela. Los segundos, desprovistos de carácter 
fundamental por ser fuente de prestaciones u obligaciones positivas, frente a los 
cuales, por ésta misma razón, la acción de tutela resultaba, en principio, 
improcedente.  
 
Durante ese período de tiempo, a pesar de reconocer el carácter 
marcadamente prestacional del derecho a la educación7, la Corte Constitucional 
                                            
6
 Párr. 1.  
7
 Sentencias T-002 de 1992, T-236 de 1994, T-467 de 1994, T-100 de 1995, T-388 de 1995, T-235 de 1997, T-029 de 2002, T-550 de 2007, entre otras.    
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admitió en ciertos eventos su fundamentación  y, en consecuencia, la procedencia 
de la acción de tutela para su protección en algunas hipótesis.  
 
Así, en ocasiones afirmó que el derecho a la educación era fundamental al 
menos en el caso de los niños y las niñas debido al tenor literal del artículo 44 de 
la Constitución que prescribe ―son derechos fundamentales de los niños: (…) la 
educación‖8. En otras señaló que, con independencia del titular, el derecho a la 
educación era fundamental ―por la estrecha vinculación existente entre la 
educación y los valores del conocimiento, el libre desarrollo de la personalidad, la 
igualdad de oportunidades y el acceso a la cultura, entre otros‖9, lo cual no se 
traducía automáticamente en su exigibilidad judicial inmediata mediante la acción 
de tutela pues ―no es uno de los enumerados en el artículo 85 de la Carta como 
derecho de aplicación inmediata, esto es, aquéllos que no requieren de desarrollo 
legal o de realización material progresiva para poder exigirse su efectividad‖10. 
Incluso, en otras oportunidades, en contravía de lo anterior, indicó que la 
educación era un derecho fundamental de aplicación inmediata por su importancia 
en el texto constitucional de 1991 o para el goce de otros derechos11. También, 
como lo hizo para la generalidad de los llamados derechos de segunda 
generación, admitió que el derecho a la educación, aunque no era fundamental, 
podía ser amparado por vía de tutela cuando se lograba demostrar un nexo 
inescindible entre éste derecho de orden prestacional y un derecho fundamental, 
lo que se denominó ―tesis de la conexidad‖ 12.  
 
Como se ve, la distinción entre los derechos económicos, sociales y 
culturales y los derechos civiles y políticos, que negaba el carácter fundamental 
del derecho a la educación en razón a su impronta prestacional, llevó a esta 
Corporación a usar argumentos de distinto alcance, que algunas veces se 
contradecían entre sí, para demostrar la fundamentación  del derecho a la 
educación en algunos casos y protegerlo, en ciertos eventos, por medio de la 
                                            
8
 Sentencias T-050 de 1999, T-1017 de 2000, T-202 de 2000, T-353 de 2001, T-055 de 2004 y T-1227 de 2005, entre muchas otras.  
9
 Sentencia T-329 de 1993.  
10
 Sentencia T-329 de 1993. En similar sentido, sentencias T-100 de 1995, T-331 de 1998, T-509 de 1998, T-619 de 1998 y T-170 de 2003, entre otras. 
11
 Sentencias T-236 de 1994, T-235 de 1997, T-526 de 1997 y T-029 de 2002, entre otras. 
12
 Posición planteada desde la sentencia T-406 de 1992. En el caso del derecho a la educación, ver las sentencias T-467 de 1994 y T-1227 de 2005, entre otras.  
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acción de tutela. En otras palabras, cada vez que se ejercía la facultad de revisión 
de un fallo de tutela relacionado con el derecho a la educación, en razón a su 
naturaleza de derecho social, era necesario un esfuerzo argumentativo que 
justificara su carácter fundamental y la procedencia del mecanismo de amparo en 
el caso concreto.  
 
Desde hace algún tiempo, una corriente doctrinal ha mostrado que la razón 
para negar el carácter fundamental a los derechos de segunda generación, como 
el derecho a la educación, la cual consiste en sostener que, a diferencia de los 
derechos de primera generación, implican obligaciones positivas carece de 
fundamento pues tanto los derechos civiles y políticos como los derechos sociales, 
económicos y culturales implican obligaciones de carácter negativo como de 
índole positiva13. El Estado ha de abstenerse de realizar acciones orientadas a 
desconocer estos derechos (deberes negativos del Estado) y, con el fin de lograr 
la plena realización en la práctica de todos estos derechos – políticos, civiles, 
sociales, económicos y culturales – es preciso, también, que el Estado adopte un 
conjunto de medidas y despliegue actividades que implican exigencias de orden 
prestacional (deberes positivos del Estado). Según esta óptica, la implementación 
práctica de todos los derechos constitucionales fundamentales siempre dependerá 
de una mayor o menor erogación presupuestaria, de forma tal que despojar a los 
derechos sociales – como el derecho a la educación- de su carácter de derechos 
fundamentales por ésta razón resultaría no sólo confuso sino contradictorio pues 
también habría que negar tal calidad a los derechos de civiles y políticos al ser 
generadores de prestaciones.  
 
La mencionada tesis se hace patente en el derecho a la educación, el cual 
incluye obligaciones de tipo prestacional pero también implica obligaciones de 
abstención. En concreto, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, en su Observación General No. 13 sobre el derecho a la educación, 
señaló que “El derecho a la educación, como todos los derechos humanos, 
                                            
13
 Víctor Abramovich, Christian Courtis, Los derechos sociales como derechos exigibles, Editorial Trotta, Madrid, 2002. 
74 
 
impone tres tipos o niveles de obligaciones a los Estados Partes: las obligaciones 
de respetar, de proteger y de cumplir”14. De éstas, la primera es obligación de 
abstención, la segunda es una obligación positiva y la tercera es una prestación. 
Dijo el Comité,  
 
47. La obligación de respetar exige que los Estados Partes eviten las 
medidas que obstaculicen o impidan el disfrute del derecho a la educación. 
La obligación de proteger impone a los Estados Partes adoptar medidas que 
eviten que el derecho a la educación sea obstaculizado por terceros. La de 
dar cumplimiento (facilitar) exige que los Estados adopten medidas positivas 
que permitan a individuos y comunidades disfrutar del derecho a la 
educación y les presten asistencia. (…) Como norma general, los Estados 
Partes están obligados a dar cumplimiento a (facilitar) un derecho concreto 
del Pacto cada vez que un individuo o grupo no puede, por razones ajenas a 
su voluntad, poner en práctica el derecho por sí mismo con los recursos a su 
disposición.  
 
En vista de lo anterior, en pronunciamientos recientes esta Corte ha 
señalado que ―todos los derechos constitucionales son fundamentales”15 pues se 
conectan de manera directa con los valores que los Constituyentes quisieron 
elevar democráticamente a la categoría de bienes especialmente protegidos por la 
Constitución. Estos valores consignados en normas jurídicas con efectos 
vinculantes marcan las fronteras materiales más allá de las cuales no puede ir la 
acción estatal sin incurrir en una actuación arbitraria (obligaciones estatales de 
orden negativo o de abstención). Significan, de modo simultáneo, admitir que en el 
Estado social y democrático de Derecho, no todas las personas gozan de las 
mismas oportunidades ni disponen de los medios – económicos y educativos - 
indispensables que les permitan elegir con libertad aquello que tienen razones 
para valorar. De ahí el matiz activo del papel del Estado en la consecución de un 
mayor grado de libertad, en especial, a favor de aquellas personas ubicadas en 
                                            
14
 Párr. 46.  
15
 Ver las sentencias T-016-07, T-1177-08,  T-1182-08, T-899-08 y T-1103-08, entre otras, sobre el derecho a la salud, T-585-08 sobre el derecho a la vivienda y T-
580-07 y T-090-09, entre otras, sobre el derecho a la seguridad social.  
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una situación de desventaja social, económica y educativa. Por ello, también la 
necesidad de compensar los profundos desequilibrios en relación con las 
condiciones de partida mediante una acción estatal eficaz (obligaciones estatales 
de carácter positivo o de acción).  
 
Restarles el carácter de derechos fundamentales a los derechos sociales no 
armonizaba, por lo demás, con las obligaciones estatales adquiridas en virtud de 
los pactos internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia –que 
hacen parte del bloque de constitucionalidad en virtud del artículo 93 de la 
Constitución- mediante los cuales se ha logrado superar esta diferenciación 
artificial que hoy resulta obsoleta así sea explicable desde una perspectiva 
histórica.  
 
En efecto, en el Preámbulo del Pacto Internacional de Derechos Económicos 
Sociales y Culturales, ratificado por Colombia en 1969, los estados partes 
reconocen, siguiendo la Declaración Universal de los Derechos Humanos, la 
interdependencia de los derechos humanos de primera y segunda generación al 
decir que ―no puede realizarse el ideal del ser humano libre, liberado del temor y 
de la miseria, a menos que se creen condiciones que permitan a cada persona 
gozar de sus derechos económicos, sociales y culturales, tanto como de sus 
derechos civiles y políticos‖.  
 
Lo propio se hace en el marco del sistema interamericano mediante el Pacto 
de San Salvador, ratificado por Colombia en 1997, en cuyo Preámbulo se resalta 
la base común de todos los derechos humanos cual es la dignidad humana y su 
consecuente interdependencia al decir que los estados partes reconocen ―la 
estrecha relación que existe entre la vigencia de los derechos económicos, 
sociales y culturales y la de los derechos civiles y políticos, por cuanto las 
diferentes categorías de derechos constituyen un todo indisoluble que encuentra 
su base en el reconocimiento de la dignidad de la persona humana, por lo cual 
exigen una tutela y promoción permanente con el objeto de lograr su vigencia 
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plena, sin que jamás pueda justificarse la violación de unos en aras de la 
realización de otros‖16.  
   
Ahora bien, una cosa es la fundamentación  de los derechos y otra – muy 
distinta – la posibilidad de hacerlos efectivos a través de la acción de tutela.  
 
Existen facetas prestacionales de los derechos fundamentales – sean éstos 
civiles, políticos, económicos, sociales o culturales -, como el derecho a la 
educación, cuya implementación política, legislativa, económica y técnica es más 
exigente que la de otras y depende de fuertes erogaciones económicas en un 
contexto de escasez de recursos. Esto supone que algunas veces sea necesario 
adoptar políticas legislativas y/o reglamentarias para determinar específicamente 
las prestaciones exigibles y las condiciones para acceder a las mismas, las 
instituciones obligadas a brindarlas y su forma de financiación, teniendo en cuenta 
que se debe atender, de modo prioritario, a quienes más lo necesitan.  
 
Sobra decir que, en esta tarea, el legislador y la administración deben 
respetar los mandatos constitucionales y honrar los compromisos  internacionales 
que ha adquirido Colombia con la ratificación de varios tratados internacionales 
sobre derechos humanos –que hacen parte del bloque de constitucionalidad de 
acuerdo con el artículo 93 de la Constitución-para lo cual deben tener en cuenta 
las interpretaciones que los órganos autorizados han hecho sobre el alcance de 
los derechos y los deberes estatales que reconocen e imponen, respectivamente, 
estas normas17.  
 
La necesidad del desarrollo político, reglamentario y técnico no determina 
que estos derechos pierdan su carácter fundamental, pero sí tiene repercusiones 
en la posibilidad de protegerlos mediante la acción de tutela pues la 
indeterminación de algunas de sus facetas prestacionales puede dificultar 
                                            
16
 Preámbulo que fue considerado por esta Corte como ajustado a la Constitución en la sentencia C-251 de 1997, mediante la cual se realizó el control de 
constitucionalidad de la ley aprobatoria del Pacto de San Salvador.  
17
   Al respecto ver las Sentencias C-616 de 2001, C-130 de 2002, C-791 de 2002 y SU-623 de 2001. 
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establecer con exactitud, en un caso concreto, quien es el sujeto obligado, quien 
es el titular y cuál es el contenido prestacional constitucionalmente determinado.  
 
En este sentido, la Corte ha señalado que sólo una vez adoptadas las 
medidas de orden legislativo y reglamentario, si se cumplen los requisitos 
previstos en estos escenarios, las personas pueden, sin excepción, acudir a la 
acción de tutela para lograr la efectiva protección de estos derechos 
fundamentales cuando quiera que este se encuentre amenazado de vulneración o 
haya sido conculcado18, previo análisis de los requisitos de procedibilidad de este 
mecanismo constitucional.  
 
La anterior regla tiene una excepción, pues también ha indicado la Corte que 
ante la renuencia de las instancias políticas y administrativas competentes en 
adoptar e implementar medidas orientadas a realizar estos derechos 
fundamentales en la práctica, los jueces pueden hacer efectivo su ejercicio por vía 
de tutela cuando la omisión de las autoridades públicas termina por desconocer 
por entero la conexión existente entre la falta de protección de los derechos 
fundamentales y la posibilidad de llevar una vida digna y de calidad, 
especialmente de sujetos de especial protección o, en general, de personas 
colocadas en situación evidente de indefensión19.  
 
La verificación de la mencionada omisión, en el caso del derecho a la 
educación, debe tener en cuenta el momento y la forma en que la que el Estado 
colombiano debe cumplir con sus compromisos en la materia según la 
Constitución y los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados 
por nuestro país. Como se verá, tales normas distinguen entre las obligaciones de 
cumplimiento inmediato y las de cumplimiento progresivo y atribuyen compromisos 
prioritarios en torno a la obligatoriedad de la educación básica de los niños y las 
niñas y la gratuidad de la educación primaria.  
                                            
18
 Sentencia T-016-07. Reiterada por las sentencias T-1177-08,  T-1182-08, T-899-08 y T-1103-08 y T-090-09, entre otras.  
19
 Ibídem.  
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De esta forma queda claro que el derecho a la educación es un derecho 
fundamental, no sólo de los niños y las niñas, sino de todas las personas y que, 
cuando se presenten alguno de los dos eventos descritos, la acción de tutela 
puede ser usada para protegerlo, siempre y cuando se verifiquen, además, los 
requisitos de procedibilidad de este mecanismo procesal. En este sentido, la 
nueva postura de la Corte Constitucional en torno a la fundamentación  de todos 
derechos constitucionales releva al juez de amparo de la carga de argumentar, en 
cada caso, porque el derecho a la educación es fundamental, pero le impone la 
obligación de verificar si se presenta alguna de las dos hipótesis mencionadas.   
 
 
Contenido del derecho fundamental a la educación y obligaciones estatales en 
materia educativa de conformidad con el bloque de constitucionalidad 
 
Como se señaló, el derecho fundamental a la educación consiste, básicamente, en 
la facultad de gozar de un servicio de educación con cuatro características 
interrelacionadas cuales son la asequibilidad o disponibilidad, la accesibilidad, la 
aceptabilidad y la adaptabilidad, elementos que se predican de todos los niveles 
de educación y que el Estado debe respetar (abstenerse de interferir), proteger 
(evitar interferencias provenientes de terceros) y cumplir (ofrecer prestaciones)20.  
 
Tales componentes, conocidos como el sistema de las cuatro A, fueron 
planteados por primera vez en el informe preliminar presentado a la Comisión de 
Derechos Humanos por la Relatora Especial sobre el derecho a la educación el 13 
de enero de 199921 y han sido acogidos tanto por el Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales en su Observación General No. 13 sobre el 
derecho a la educación22, como por esta Corte en varias de sus sentencias con 
fundamento en la figura del bloque de constitucionalidad (artículo 93 de la 
Constitución)23.   
                                            
20
 Véase párr. 9 de la presente sentencia.  
21
 Párr. 50.  
22
 Párr. 6.  
23
 Sentencias T-1227 de 2005, T-787 de 2006,  T-550 de 2007 y T-805 de 2007, entre otras.  
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La disponibilidad o asequibilidad hace referencia a que ―debe haber 
instituciones y programas de enseñanza en cantidad suficiente‖24.  
 
Ello implica que el Estado está obligado, entre otras cosas, a (i) abstenerse 
de impedir a los particulares fundar instituciones educativas, a (ii) crear y/o 
financiar suficientes instituciones educativas a disposición de todas aquellas 
personas que demandan su ingreso al sistema educativo y a (iii) invertir en 
recursos humanos (docentes y personal administrativo) y físicos (infraestructura y 
materiales educativos, entre otros) para la prestación del servicio25. Compromisos 
que no son ajenos al texto de la Constitución, si se recuerda que el artículo 68 
reconoce el derecho de los particulares de fundar establecimiento educativos y 
que el inciso 5 del artículo 67 indica que el Estado debe garantizar el adecuado 
cubrimiento del servicio educativo.  
 
Es necesario enfatizar, en lo relativo a las obligaciones (ii) y (iii), que hay 
diferencias en la forma en la cual el Estado debe cumplir su compromiso de 
asequibilidad según (a) el nivel de enseñanza y según (b) el titular del derecho, 
criterios que, como se indicó, debe tener en cuenta el juez de amparo al analizar, 
en un caso concreto, si se ha violado el derecho fundamental a la educación por 
incumplimiento la obligación de disponibilidad. 
 
(a) En lo que respecta al nivel de enseñanza, de conformidad con el artículo 
67 de la Constitución, la educación obligatoria “comprenderá como mínimo, un año 
de preescolar y nueve de educación básica”. Esta disposición constitucional, 
según la jurisprudencia de esta Corporación26, se traduce en que si bien el Estado 
tiene la obligación de disponibilidad respecto de todas las etapas de la educación 
(preescolar, primaria, secundaria y superior), se prioriza la consecución de un 
mínimo: un año de preescolar y nueve de educación básica, correspondiendo esto 
último a cinco años de primaria y cuatro de secundaria.  
 
                                            
24
 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Observación General No. 13 ―El derecho a la educación‖, párr. 6.  
25
 Sentencias T 787 de 2006, T-550 de 2007 y T-805 de 2007, entre otras. 
26
 Sentencias T-263 de 2007 y T-805 de 2007, entre otras.  
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La priorización referida no coincide completamente con la estipulada en los 
tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia. 
Así el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
en su artículo 13, limita la obligatoriedad de la educación a la primaria, lo que 
deja por fuera al nivel preescolar y a los cuatro años de secundaria que están 
contemplados en la Carta del 199127. Idéntica disposición contiene el Pacto 
de San Salvador en el artículo 1328 y la Convención de los Derechos del Niño 
en el artículo 2829.  
 
Según la jurisprudencia constitucional, la contradicción entre una norma 
constitucional y una norma internacional que hace parte del bloque de 
constitucionalidad se debe resolver de acuerdo con el principio de la 
favorabilidad, bajo el cual según la sentencia T-1319 de 2001 ―el intérprete 
debe escoger y aplicar la regulación que sea más favorable a la vigencia de 
los derechos humanos‖, en este caso la norma constitucional.  
 
En este orden de ideas, el compromiso de asequibilidad del Estado 
colombiano con respecto a la educación se predica respecto de todos los 
niveles educativos -desde el preescolar hasta el superior- pero con primacía 
de un mínimo -un año de preescolar, cinco años de primaria y cuatro de 
secundaria- a partir del cual se debe avanzar progresivamente hacia la 
asequibilidad de dos años más de preescolar, dos años adicionales de 
secundaria y educación superior.  
 
(b) Tratándose del titular del derecho, al tenor del artículo 67 de la 
Constitución, la educación “será obligatoria entre los cinco y los quince años 
de edad”. Esta norma no que significa que el Estado colombiano no tenga el 
compromiso de hacer que la educación sea asequible a las personas de 
                                            
27
 “Artículo 13. 1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a la educación. (…) 2. Los Estados Partes en el presente Pacto 
reconocen que, con objeto de lograr el pleno ejercicio de este derecho: a) La enseñanza primaria debe ser obligatoria y asequible a todos gratuitamente (…)” 
(subrayado fuera de texto). 
28
 “Artículo 13. 1.    Toda persona tiene derecho a la educación (…) 3. Los Estados partes en el presente Protocolo reconocen que, con objeto de lograr el pleno 
ejercicio del derecho a la educación: 
a.    la enseñanza primaria debe ser obligatoria y asequible a todos gratuitamente (…)” (subrayado fuera de texto).  
29
 “Artículo 28 1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño a la educación y, a fin de que se pueda ejercer progresivamente y en condiciones de igualdad de 
oportunidades ese derecho, deberán en particular: a) Implantar la enseñanza primaria obligatoria y gratuita para todos (…)”(subrayado fuera de texto).  
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todas las edades en todos los niveles educativos, sino que, de nuevo, 
privilegia el logro de un mínimo: disponibilidad de la educación para niños y 
niñas entre los cinco y los quince años en los grados de educación también 
preferentes antes señalados -un año de preescolar, primaria y cuatro años de 
secundaria-. A partir de este mínimo el Estado tiene el deber de progresar 
hacia la asequibilidad de la educación de las demás personas en los demás 
grados educativos.   
 
Ahora bien, aunque el artículo 67 de la Constitución habla de los niños y 
niñas entre los cinco y los quince años, según la jurisprudencia constitucional el 
límite superior debe ser entendido hasta los 18 años. Al respecto, en la sentencia 
T-163 de 200730 se indicó:  
  
(…) la Corte ha sostenido que una interpretación armónica del artículo 67 de 
la Carta, con el artículo 44 ibídem y con los tratados internacionales de 
derechos humanos suscritos por el Estado Colombiano en la materia, lleva a 
concluir que la educación es un derecho fundamental de todos los menores 
de 18 años. 
 
Lo anterior, por cuanto, de una parte, el artículo 44 superior reconoce 
que la educación es un derecho fundamental de todos los niños, y conforme 
al  artículo 1° de la Convención sobre los derechos del niño - ratificada por 
Colombia por medio de la Ley 12 de 1991- la niñez se extiende hasta los 18 
años31, y de otra porque según el principio de interpretación pro infans –
contenido también en el artículo 44-, debe optarse por la interpretación de las 
disposiciones que menos perjudique el derecho a la educación de los niños. 
 
En este orden de ideas, ha precisado esta Corporación (…) que (…) el 
umbral de 15 años previsto en la disposición aludida corresponde solamente 
a la edad en la que normalmente los estudiantes culminan el noveno grado 
                                            
30
 En el mismo sentido, las sentencias T-323 de 1994, T-787 de 2001 y T-805 de 2007.  
31
 Artículo 1.  
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de educación básica, pero no es un criterio que restrinja el derecho a la 
educación de los menores de edad, pues de afirmar lo contrario, se 
excluirían injustificadamente del sistema educativo menores que por algún 
percance –de salud, de tipo económico, etc.- no pudieron terminar su 
educación básica al cumplir dicha edad‖.  
 
La accesibilidad implica que ―las instituciones y los programas de enseñanza 
han de ser accesibles a todos‖32, y consta de tres dimensiones:  
 
(i) No discriminación: ―la educación debe ser accesible a todos, 
especialmente a los grupos más vulnerables de hecho y de derecho‖33, por lo 
que no están excluidas las medidas de acción afirmativa34. La obligación 
correlativa del Estado en este punto es, obviamente, la eliminación de todo 
tipo de discriminación en el sistema educativo, compromiso que es desarrollo 
del artículo 13 de la Constitución que reconoce el derecho a la igualdad.     
 
(ii) Accesibilidad material: ―La educación ha de ser asequible 
materialmente, ya sea por su localización geográfica de acceso razonable 
(por ejemplo, una escuela vecinal) o por medio de la tecnología moderna 
(mediante el acceso a programas de educación a distancia)‖35. La obligación 
estatal es garantizar, por los medios más adecuados, que el servicio 
educativo sea accesible desde el punto de vista físico, lo que hace parte del 
mandato contenido en el inciso 5 del artículo 67 que prescribe que el Estado 
debe asegurar a los menores las condiciones necesarias para su acceso y 
permanencia en el sistema educativo.  
 
 (iii) Accesibilidad económica: “La educación ha de estar al alcance de 
todos”, lo que se traduce en que se ha de ofrecer educación pública gratuita 
en todos los niveles36.  
                                            
32
 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Observación General No. 13 ―El derecho a la educación‖, párr. 6.  
33
 Ibídem.  
34
 Ibídem, párr. 32.  
35
 Ibídem, párr. 6.  
36
 Ibídem.  
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Ahora bien, en este punto existen diferencias en la forma en la cual el 
Estado debe cumplir la obligación de gratuidad de la educación pública 
según se trate de educación primaria, secundaria o superior, distinción que 
relevante a la hora de resolver si, en un caso concreto, se ha violado el 
derecho a la educación por incumplimiento de la obligación de accesibilidad 
económica.  
 
A la luz del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (artículo 13) (Artículo 13. 1. Los Estados Partes en el presente Pacto 
reconocen el derecho de toda persona a la educación. (…) 2. Los Estados Partes 
en el presente Pacto reconocen que, con objeto de lograr el pleno ejercicio de este 
derecho:  a) La enseñanza primaria debe ser obligatoria y asequible a todos 
gratuitamente; b) La enseñanza secundaria, en sus diferentes formas, incluso la 
enseñanza secundaria técnica y profesional, debe ser generalizada y hacerse 
accesible a todos, por cuantos medios sean apropiados, y en particular por la 
implantación progresiva de la enseñanza gratuita; c) La enseñanza superior debe 
hacerse igualmente accesible a todos, sobre la base de la capacidad de cada uno, 
por cuantos medios sean apropiados, y en particular por la implantación 
progresiva de la enseñanza gratuita (…)‖ (subrayado fuera del texto original).) Y 
del Pacto de San Salvador (artículo 13) mientras que la enseñanza primaria ha de 
ser gratuita para todos de forma prioritaria, se exige a los Estados que implanten 
gradualmente la enseñanza secundaria y superior gratuita. 
 
Lo anterior contrasta, en lo que tiene que ver con la educación primaria, con 
el artículo 63 de la Constitución que la indica que la educación debe ser gratuita 
en las instituciones del Estado pero, al mismo tiempo, autoriza el cobro de 
derechos académicos a quienes puedan sufragarlos. 
 
Tal como se señaló, la Corte ha resuelto en anteriores ocasiones las 
contradicciones entre normas constitucionales y normas internacionales que 
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hacen parte del bloque de constitucionalidad de acuerdo con el principio de 
favorabilidad37.  
 
Como en este caso la norma internacional resulta más favorable, se 
puede concluir que la obligación de accesibilidad económica del Estado 
colombiano consiste en implantar, de forma preferente, la gratuidad de la 
educación primaria y, a partir de ese mínimo avanzar progresivamente en 
ese sentido en lo relacionado con la educación secundaria y superior.  
 
 La adaptabilidad consiste en que ―la educación ha de tener la flexibilidad 
necesaria para adaptarse a las necesidades de sociedades y comunidades en 
transformación y responder a las necesidades de los alumnos en contextos 
culturales y sociales variados‖38. En otras palabras, el Estado está obligado a 
garantizar que la educación se adapte al estudiante y no que el estudiante se 
adapte a la educación, lo cual tiene plena correspondencia con los derechos 
fundamentales al libre desarrollo de la personalidad (artículo 16 de la Constitución) 
y al respeto y reconocimiento de las diferencias (artículo 13 ídem).  
 
Finalmente, la aceptabilidad significa que ―la forma y el fondo de la 
educación, comprendidos los programas de estudio y los métodos pedagógicos, 
han de ser aceptables (por ejemplo, pertinentes, adecuados culturalmente y de 
buena calidad) para los estudiantes y, cuando proceda, los padres‖39. Por lo cual, 
de conformidad con el inciso 5 del artículo 67 de la Carta el Estado debe regular y 
ejercer la suprema inspección y vigilancia de la educación, con el fin de velar por 
su calidad. 
El interés superior del niño 
 
La Corte Constitucional ha señalado que el interés superior del niño tiene un 
contenido que se concreta a partir de la consideración de las circunstancias de 
cada niño y sus requerimientos específicos de cuidado. En la sentencia T-397 de 
                                            
37
 Sentencias T-1319 de 2001. En similar sentido, T-263 de 2007.  
38
 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Observación General No. 13 ―El derecho a la educación‖, párr. 6. 
39
 Ibídem.  
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2004, indicó la Corte que la definición de este interés debe orientarse a partir de 
―(i) los criterios jurídicos relevantes, y (ii) una cuidadosa ponderación de las 
circunstancias fácticas que rodean al menor involucrado. Para ello, las autoridades 
deben prestar la debida atención a las valoraciones profesionales que se hayan 
realizado en relación con dicho menor, y deberán aplicar los conocimientos y 
métodos científicos y técnicos que estén a su disposición para garantizar que la 
decisión adoptada sea la que mejor satisface el interés prevaleciente en cuestión.‖ 
 
Adicionalmente, ha determinado que las actuaciones llevadas a cabo en 
relación con los niños atienden a su interés superior si observan los siguientes 
parámetros: 
 
1. Garantía del desarrollo integral del niño, la niña y el adolescente. Para la 
Corte, debe propenderse en todo caso por asegurar el crecimiento y desarrollo 
armónico e integral de los menores de edad, desde los puntos de vista físico, 
psicológico, afectivo, intelectual y ético, para así fomentar la plena evolución de su 
personalidad y permitirles convertirse en ciudadanos autónomos, independientes y 
útiles a la sociedad.  
 
2. Garantía del pleno ejercicio de los derechos del niño, la niña o el 
adolescente, tal como se encuentran consagrados en las normas constitucionales, 
los tratados internacionales y la Ley 1098 de 2006.  
 
3. Protección del menor frente a riesgos prohibidos que puedan amenazar o 
perturbar su integridad y su proceso de desarrollo armónico. Esto incluye tanto las 
degradantes la esclavitud, la servidumbre y la trata de personas y las injerencias 
en indebidas a su intimidad, entre otras.  
 
4. Equilibrio entre los derechos de los niños y los de sus parientes, sobre la 
base de la prevalencia de los derechos del niño. No debe considerarse el interés 
del niño como un criterio absoluto. Por eso, en situaciones que se haya de 
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determinar cuál es la opción más favorable para un menor en particular, se deben 
necesariamente tener en cuenta los derechos e intereses de las personas 
vinculadas con tal menor, en especial los de sus padres, biológicos o de crianza.  
 
5. Necesidad de evitar cambios desfavorables en las condiciones presentes 
del niño, niña o adolescentes involucrados. La Corte Constitucional ha establecido 
que en cada caso particular se deben analizar las circunstancias y situaciones que 
comunican un estado favorable en las condiciones en que se encuentre el menor 
en un momento dado y valorar si el otorgamiento el cuidado y custodia puede 
implicar eventualmente una modificación desventajosa de dicho estado. 
 
En síntesis, la prevalencia de los derechos y la búsqueda de su interés 
constituyen principios rectores de contenido concreto encaminados a que los niños 
y niñas gocen de las condiciones correspondientes a su dignidad de persona y a 
sus particularidades. En este sentido, todas las decisiones que los involucren 
directamente o que puedan afectarlos deben ajustarse a los criterios que delimitan 
el contenido de estas normas de orden constitucional. Además, las dudas sobre la 
aplicación de una medida administrativa o judicial deben resolverse a partir de los 
parámetros brindados por estos criterios. 
 
Derecho a la integridad personal 
 
Corporación: Corte Constitucional Sentencia: C – 442 de 2009 Magistrado 
Ponente: Humberto Antonio Sierra Porto. 
 
Los artículos 43 y 44 de la Ley 1098  de 2006. Por un lado, el artículo 43 
establece las obligaciones éticas fundamentales de los establecimientos 
educativos, y dispone en su numeral 2 que dichas obligaciones implican la 
protección eficaz de los niños y niñas de toda forma de maltrato físico, psicológico, 




De otro lado, el artículo 44 mencionado contempla las obligaciones 
complementarias de las instituciones educativas y dispone que las respectivas 
directivas, deben establecer mecanismos para proteger a los niños y niñas de toda 
forma de maltrato físico, psicológico, humillación, discriminación o burla de parte 
de los demás compañeros y de los profesores. Las demandantes aducen que 
estos contenidos normativos configuran una limitación de la protección contra 
acciones de maltrato y abuso originadas en el contexto escolar en otros 
estudiantes y en los profesores, pues excluye injustificadamente las acciones de 
las directivas de los planteles educativos. 
 
En este orden, afirman que la limitación de la responsabilidad de quienes 
atenten contra la integridad personal de las y los menores de 18 años, en el 
sentido de no incluir como presuntos responsables a los funcionarios públicos; así 
como la limitación de la responsabilidad de quienes incurran en maltrato, abuso, 
humillación o burla en su contra en el ambiente escolar, en el sentido de no incluir 
a las directivas de los planteles educativos como eventuales responsables, vulnera 
los artículos 2, 6 y 44 de la Constitución y los artículos 23 y 24 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 10 del Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales y 3 de la Convención sobre los 
Derechos del Niño. 
 
Vale destacar que el artículo 45 del Código de la Infancia y la Adolescencia 
establece la prohibición genérica de sanciones crueles, humillantes y degradantes 
en el contexto escolar en cabeza de directores y educadores, es decir, vincula 
expresamente al personal directivo. Por su lado, el artículo 6 de la Ley 115 de 
1994 establece que la comunidad educativa está conformada por ―estudiantes o 
educandos, educadores, padres de familia o acudientes de los estudiantes, 
egresados, directivos, docentes y administradores escolares‖, por lo que las 
obligaciones para con los y las menores de 18 años en el contexto escolar deben 





Derecho al libre desarrollo de la personalidad 
 
Corporación: Corte Constitucional Sentencia: SU – 642 de 2008 Magistrado 
Ponente: Eduardo Cifuentes Muñoz Fecha: 5 de noviembre de 1998 
 
Según la jurisprudencia de esta Corporación, el derecho fundamental al 
libre desarrollo de la personalidad protege la capacidad de las personas para 
definir, en forma autónoma, las opciones vitales que habrán de guiar el curso de 
su existencia. Este derecho presupone, en cuanto a su efectividad, que el titular 
del mismo tenga la capacidad volitiva y autonomía suficientes para llevar a cabo 
juicios de valor que le permitan establecer las opciones vitales conforme a las 
cuales dirigirá su senda existencial. 
 
Para la Sala, no existe duda alguna de que todo colombiano, sin distingo 
alguno de edad, es titular del derecho fundamental al libre desarrollo de la 
personalidad, el cual, como lo ha manifestado la Corte, constituye emanación 
directa y principal del principio de dignidad humana. Sin embargo, el hecho de que 
el libre desarrollo de la personalidad sea uno de los derechos personalísimos más 
importantes del individuo, no implica que su alcance y efectividad no puedan ser 
ponderados frente a otros bienes y derechos constitucionales o que existan 
ámbitos en los cuales este derecho fundamental ostente una eficacia más 
reducida que en otros. 
 
Ciertamente, en tanto lo que este derecho protege son las opciones de vida 
que los individuos adoptan en uso de sus facultades de juicio y autodeterminación, 
es natural que la protección constitucional a las mismas sea más intensa cuanto 
más desarrolladas y maduras sean las facultades intelecto-volitivas de las 




A partir de la jurisprudencia de la Corte Constitucional al respecto, es 
posible efectuar un ejercicio de abstracción y generalización dirigido a establecer 
las variables principales que han de tenerse en cuenta en la determinación del 
alcance que, en un cierto caso, debe otorgarse al libre desarrollo de la 
personalidad de un menor de edad. 
 
En opinión de la Sala, la primera variable está constituida por la madurez 
psicológica del menor que efectúa una determinada decisión, susceptible de ser 
protegida por el derecho fundamental al libre desarrollo de la personalidad. Sobre 
este particular, la Corte ha señalado que la protección deparada por el anotado 
derecho fundamental es más intensa, cuantos mayores sean las facultades de 
autodeterminación del menor de edad, las cuales, se supone, son plenas a partir 
de la edad en que la ley fije la mayoría de edad. 
 
La segunda variable a tener en cuenta en la determinación del alcance del 
derecho fundamental al libre desarrollo de la personalidad, está constituida por la 
materia sobre la cual se produce la decisión del menor de edad. Como ocurre en 
el caso del derecho a la igualdad, el derecho fundamental 743 al libre desarrollo 
de la personalidad es un derecho de carácter relacional, lo cual significa que 
protege las decisiones de las personas frente a algún asunto particular o, dicho de 
otro modo, protege la autonomía para decidir respecto de algo. En esta medida, el 
status constitucional del asunto objeto de la decisión es esencial para determinar 
la intensidad con que el derecho fundamental al libre desarrollo de la personalidad 
la protegerá. 
 
Sobre este particular, la Sala estima que pueden distinguirse dos 
situaciones: (1) el asunto sobre el que se produce la decisión sólo interesa a quien 
la adopta y no afecta derechos de terceros ni compromete valores objetivos del 
ordenamiento que otorguen competencias de intervención a las autoridades, 
motivo por el cual el ámbito decisorio se encuentra incluido dentro del núcleo 
esencial del derecho fundamental al libre desarrollo de la personalidad; y, (2) la 
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decisión versa sobre un asunto que compromete derechos de terceros o se 
relaciona con valores objetivos del ordenamiento que autorizan la intervención de 
las autoridades, caso en el cual el asunto objeto de la decisión se localiza en la 
zona de penumbra del derecho fundamental al libre desarrollo de la personalidad, 
en la que, como es sabido, son admisibles aquellas restricciones que sean 
razonables y proporcionadas. 
 
Aunque el artículo 16 de la Constitución Política señala, en forma explícita, 
que el derecho fundamental al libre desarrollo de la personalidad se encuentra 
limitado por ―los derechos de los demás‖ y por ―el orden jurídico‖, no cualquier 
norma legal o reglamentaria, pública o privada, por el sólo hecho de serlo, tiene la 
virtualidad para imponer restricciones sobre ese derecho fundamental. En efecto, 
sólo aquellas limitaciones que tengan un explícito asidero en el texto constitucional 
y no afecten el núcleo esencial del anotado derecho son admisibles desde la 
perspectiva de la Carta Política. 
 
Empero, aquellas restricciones que se produzcan en la zona de penumbra 
del derecho fundamental al libre desarrollo de la personalidad son susceptibles de 
ser controladas por el juez constitucional, quien deberá constatar, a través del 
denominado juicio de proporcionalidad, que éstas sean razonables y 
proporcionadas y, por ende, ajustadas a las normas del Estatuto Superior. 
 
El anotado juicio consiste en establecer si la medida limitativa persigue una 
finalidad constitucional, si es idónea respecto del fin pretendido, si es necesaria 
por no existir alternativa razonable menos limitativa de la libertad e igualmente 
eficaz y, finalmente, si el sacrificio a la autonomía resulta adecuado y 
estrictamente proporcional en relación con la finalidad pretendida. Adicionalmente, 
la intensidad del juicio de proporcionalidad será mayor en cuanto mayor sea la 
cercanía del ámbito en que se produce la restricción, con el núcleo esencial del 




Derecho a la educación 
 
Corporación: Corte Constitucional Sentencia: C – 376 de 2010 Magistrado 
Ponente: Luis Ernesto Vargas Silva Fecha: 19 de mayo de 2010. 
 
A la luz del derecho internacional de los derechos humanos, el contenido y 
alcance de las obligaciones del Estado colombiano en materia de garantía del 
derecho a la educación varía dependiendo del nivel de que se trate. Se deriva de 
los preceptos internacionales citados un tratamiento diferenciado de la educación 
primaria, secundaria y superior, en materia de accesibilidad económica al sistema 
educativo. 
 
Así, en relación con la educación primaria, de acuerdo con las normas 
internacionales vinculantes, el Estado colombiano tiene la obligación no solo de 
garantizar el derecho de acceso la educación a todos los niños y niñas, sino 
también de asegurar su gratuidad. 
 
Al respecto, de manera explícita el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos Sociales y Culturales señala en su artículo 13, núm. 2, que para 
lograr el pleno ejercicio del derecho a la educación los Estados reconocen que ―la 
enseñanza primaria debe ser obligatoria y asequible a todos gratuitamente‖. Esta 
disposición que contempla una obligación de exigibilidad inmediata respecto de la 
accesibilidad a la enseñanza primaria, aparece reiterada en pactos internacionales 
ulteriores como la Convención sobre los Derechos del Niño, y el Protocolo 
Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 
 
En lo que concierne a la educación secundaria y superior, las obligaciones 
que se derivan de los pactos internacionales tienen un alcance diverso. Así, en 
relación con la educación secundaria, los tratados establecen la obligación para 
los estados de garantizar un acceso general y sin obstáculos a través de diversos 
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mecanismos, entre ellos, la implantación progresiva de la gratuidad. En cuanto a la 
educación superior, además de la implantación progresiva de la gratuidad, para 
remover los obstáculos de acceso, se introduce como criterio adicional la 
posibilidad de establecer el mérito individual como mecanismo de selección. 
 
El contenido, diferenciado por niveles, de la obligación de accesibilidad 
económica al derecho a la educación, se encuentra corroborado por las 
Observaciones Generales del Comité de Derechos Económicos Sociales y 
Culturales, particularmente a través de las observaciones 11 y 13. En efecto, de 
estos documentos se concluye de manera inequívoca que mientras que la 
enseñanza primaria ha de ser gratuita para todos, los Estados parte tiene el deber 
de implementar gradualmente la enseñanza secundaria y superior. Del alcance de 
los preceptos mencionados, interpretados a la luz de la doctrina especializada, la 
garantía del derecho a la educación en el nivel de primaria se provee a partir de 
dos componentes: (i) La enseñanza primaria debe ser generalizada y accesible a 
todos por igual (exigibilidad inmediata); (ii) para garantizar ese nivel de 
accesibilidad se prevé el mecanismo de la gratuidad. 
 
La Corte ha reconocido que los instrumentos internacionales señalan el 
deber de implantación progresiva de la gratuidad para la enseñanza secundaria y 
superior, y si bien no ha hecho una referencia explícita a que esos mismos 
instrumentos internacionales, ordenan a los Estados parte la implementación 
inmediata para la educación básica primaria, sí ha protegido la gratuidad de la 
educación, en este nivel, frente a casos concretos. 
 
La gratuidad de la educación básica primaria forma así parte integrante del 
contenido de los tratados de derechos humanos ratificados por Colombia 
mencionados, al igual que de la doctrina de los organismos autorizados para 
interpretar dichos instrumentos. La gratuidad es concebida en esos referentes 
jurídicos como un mecanismo privilegiado para remover las barreras económicas 
que dificultan el acceso a la educación en este nivel. Se trata de una obligación 
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mínima de carácter inmediato, exigible a los Estados, en tanto que el mecanismo 
de la progresividad está previsto para garantizar el acceso a los niveles de 
educación secundaria y superior. 
 
El cobro de derechos académicos resulta incompatible con el principio de 
gratuidad universal de la educación en el nivel de primaria, comoquiera que se 
trata de una obligación inequívoca e inmediata del Estado; esos cobros pueden 
ser compatibles con la obligación del Estado de implantar progresivamente la 
gratuidad en los niveles de enseñanza secundaria y superior, siempre y cuando 
consulten de manera razonable la capacidad de pago de los individuos o las 
familias. 
 
En síntesis, de acuerdo con los tratados internacionales sobre el derecho a 
la educación, vinculantes para el Estado colombiano, mientras que la enseñanza 
primaria debe ser gratuita para todos, se insta a los Estados Partes que 
implementen gradualmente la enseñanza secundaria y superior gratuita. El 
mandato de progresividad, reitera la Corte, no justifica la inactividad del Estado. 
Por el contrario, le exige la obligación de actuar lo más expedita y eficazmente 
posible para ampliar el nivel de satisfacción de los derechos, respetando el 
contenido mínimo previsto en los tratados, el cual le es exigible de manera 
inmediata. 
 
Derecho a la recreación 
 
Corporación: Corte Constitucional Sentencia: C – 005 de 1993 Magistrado 
Ponente: Ciro Angarita Barón Fecha: 14 de enero de 1993. 
 
La filosofía eminentemente protectora del Código del Menor determina que 
actividades que en otras perspectivas pudieran ser calificadas de inocuas en 
relación con los niños, en situaciones concretas pueden involucrar riesgos o 
peligros que el legislador ha querido conscientemente evitar con instrumentos tan 
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concretos como la prohibición de frecuentar las salas de juegos electrónicos a los 
menores de catorce años. 
 
Los derechos fundamentales de recreación y educación no son 
incompatibles, especialmente en la vida de los menores. Lo ideal, sin lugar a 
dudas, es que las actividades recreativas estén encaminadas a aportar elementos 
que contribuyan al adecuado proceso educativo de los usuarios. Cuando  esto no 
ocurra, será indispensable que tanto la familia, la sociedad como el Estado 
adopten todas aquellas medidas encaminadas a corregir situaciones que 
perjudiquen el proceso educativo de los niños.  
 
En la medida que la actividad recreativa perjudique la educación del menor, 
la recreación deberá ceder espacio para satisfacer las necesidades educativas por 
cuanto en caso de un eventual conflicto insoluble entre ambos derechos, habrá de 
prevalecer el de la educación. 
 
 
Derecho a un ambiente sano 
 
Corporación: Corte Constitucional Sentencia: T – 500 de 2012 Magistrado 
Ponente: Nilson Pinilla Pinilla Fecha: 3 de julio de 2012. 
 
A partir de la Carta Política de 1991, la protección al ambiente ocupa un 
lugar trascendental en el ordenamiento jurídico colombiano. Desde esta 
perspectiva, la Corte ha reconocido el carácter ecológico de la Constitución, dando 
un carácter fundamental al derecho al ambiente sano, directamente y en su 
conexidad con la vida y la salud, entre otros, que impone deberes correlativos al 




En la sentencia C-671 de junio 21 de 2001, la Corte Constitucional 
evidenció la relación del derecho a un ambiente sano con los derechos a la vida y 
a la salud, en los siguientes términos: 
 
El derecho al medio ambiente no se puede desligar del derecho a la 
vida y a la salud de las personas. De hecho, los factores 
perturbadores del medio ambiente causan daños irreparables en los 
seres humanos y si ello es así habrá que decirse que el medio 
ambiente es un derecho fundamental para la existencia de la 
humanidad. A esta conclusión se ha llegado cuando esta Corte ha 
evaluado la incidencia del medio ambiente en la vida de los hombres 
y por ello en sentencias anteriores de tutelas, se ha afirmado que el 
derecho al medio ambiente es un derecho fundamental. 
 
Bajo ese entendido, uno de los principios fundamentales del actual régimen 
constitucional es la obligación estatal e individual de proteger las riquezas 
culturales y naturales de la Nación, en virtud de la cual la carta política recoge y 
determina, a manera de derechos colectivos, las pautas generales que rigen la 
relación entre el ser humano y el ecosistema. Estas disposiciones establecen: 
 
(i) el derecho colectivo a gozar de un ambiente sano;  
 
(ii) la obligación estatal y de todas las personas de proteger la diversidad e 
integridad del ambiente; 
 
(iii) la obligación del Estado de prevenir y controlar los factores de deterioro 
y garantizar un desarrollo sostenible; y  
 




Todos los habitantes del territorio colombiano tienen derecho a gozar un 
entorno sano y el deber de velar por su conservación. Igualmente, el Estado debe 
prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental, imponer sanciones legales 
por conductas lesivas del ambiente y exigir la reparación de los daños causados. 
 
Ahora bien, dentro del marco constitucional, el aprovechamiento de los 
recursos naturales, aunque es permitido, no puede dar lugar a perjuicios en 
términos de salubridad individual o social y tampoco puede acarrear un daño o 
deterioro que atente contra la diversidad y la integridad del ambiente. En otras 
palabras, la Constitución de 1991 apunta a un modelo de desarrollo sostenible en 
el que la actividad productiva debe guiarse por los principios de conservación, 
restauración y sustitución. 
 
En resumen, la conservación del ambiente no solo es considerada como un 
asunto de interés general, sino principalmente como un derecho internacional y 
local de rango constitucional, del cual son titulares todos los seres humanos, en 
conexidad con el ineludible deber del Estado de garantizar la vida de las personas 
en condiciones dignas, precaviendo cualquier injerencia nociva que atente contra 
su salud. 
 
Al efecto, la Constitución de 1991 impuso al Estado colombiano la 
obligación de asegurar las condiciones que permitan a las personas gozar de un 
ambiente sano, y dispuso el deber de todos de contribuir a tal fin, mediante la 
participación en la toma de decisiones ambientales y el ejercicio de acciones 
públicas y otras garantías individuales, entre otros. 
 
El derecho a la dignidad humana, a la autonomía y a la intimidad de los 
menores 
 




Como lo ha reconocido en diversas oportunidades la Corte Constitucional el 
concepto de dignidad humana40 ―(i) es un principio fundante del ordenamiento 
jurídico y en este sentido tiene una dimensión axiológica como valor constitucional, 
(ii) es un principio constitucional y (iii) tiene el carácter de derecho fundamental 
autónomo.‖41 En el contexto de la dignidad humana como principio y derecho la 
Corte ha sostenido que la protección de la Carta se refiere a ―(i) la autonomía o 
posibilidad de diseñar un plan vital y de determinarse según sus características 
(vivir como se quiere), (ii) ciertas condiciones materiales concretas de existencia 
(vivir bien), (iii) la intangibilidad de los bienes no patrimoniales, integridad física e 
integridad moral (vivir sin humillaciones)‖ (Sentencia T-881 de 2002 MP: Eduardo 
Montealegre Lynett. En la sentencia T-220 de 2004 MP: Eduardo Montealegre 
Lynett también se dijo: ―17. El derecho fundamental a la dignidad humana está 
determinado en su dinámica funcional, por un contenido específico en tres ámbitos 
de protección: el ámbito de la autonomía, el del bienestar material y el de la 
integridad física y moral. Su cualificación como fundamental parte de una 
interpretación de varias disposiciones constitucionales que determinan su 
dimensión normativa en el ámbito interno (arts. 1, 42 y 53 y 70 CN). De otro lado, 
su condición de derecho público subjetivo está determinada por la concurrencia de 
tres elementos definitorios. Un titular universal: la persona natural; un objeto 
debido: la interdicción de las conductas que interfieran el ámbito de su protección 
(autonomía, bienestar e integridad); y un destinatario universal de la prestación: 
toda persona pública o privada.‖) 
 
Respecto al tercer ámbito de protección, la intangibilidad de la integridad 
física e integridad moral, la Corte dijo en la sentencia T-220 de 200442: 
 
El tercer ámbito también aparece teñido por esta nueva interpretación, 
es así como integra la noción jurídica de dignidad humana (en el 
ámbito de la intangibilidad de los bienes inmateriales de la persona 
                                            
40
 Ver la sentencia T-881 de 2002 MP: Eduardo Montealegre Lynett en la cual se hace un exhaustivo recuento de los alcances funcionales y normativos del concepto 
dignidad humana. 
41
 Sentencia C-355 de 2006 MP: Jaime Araujo Rentería y Clara Inés Vargas Hernández. AC: Jaime Araujo Rentería; Manuel José Cepeda Espinosa. SV: Marco 
Gerardo Monroy Cabra, Rodrigo Escobar Gil, Álvaro Tafur Galvis.  
42
 Sentencia T-220 de 2004 MP: Eduardo Montealegre Lynett. 
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concretamente su integridad física y su integridad moral), la posibilidad 
de que toda persona pueda mantenerse socialmente activa. De tal 
forma que conductas dirigidas a la exclusión social mediadas por un 
atentado o un desconocimiento a la dimensión física y espiritual de las 
personas se encuentran constitucionalmente prohibidas al estar 
cobijadas por los predicados normativos de la dignidad humana; 
igualmente tanto las autoridades del Estado como los particulares 
están en la obligación de adelantar lo necesario para conservar la 
intangibilidad de estos bienes y sobre todo en la de promover políticas 
de inclusión social a partir de la obligación de corregir los efectos de 
situaciones ya consolidadas en las cuales esté comprometida la 
afectación a los mismos.‖  
 
Para la Corte, la debida funcionalidad del derecho a la dignidad 
humana implica que el ámbito de su protección se extiende a la 
interdicción de conductas que entrañen la afectación de la dimensión 
individual y social de la persona. La construcción social de la realidad y 
la valoración social de ciertas conductas, desde sus niveles particulares 
de significado, son las que en últimas determinan el ámbito de lo 
prohibido y de lo que resulta objeto de amparo constitucional43.  
 
La Corte también ha precisado que la protección de la dignidad humana de 
los menores se encuentra reforzada en razón a los artículos 44 y 45 de la 
Constitución  (Sentencia T-220 de 2004 MP: Eduardo Montealegre Lynett. ―20. 
Tanto el contenido como la protección de los derechos fundamentales de los 
menores, responde a consideraciones especiales en el orden interno. Esta 
realidad jurídica se enmarca en la disposición constitucional que prescribe la 
protección especial de los menores y la prevalencia de sus derechos frente a los 
de los demás (art. 44 CN), así como el derecho a la protección y a la formación 
integral de los adolescentes (art. 45 CN).  
                                            
43
 Sentencia T-220 de 2004 MP: Eduardo Montealegre Lynett. 
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De otro lado, es importante resaltar que el propio orden jurídico reconoce la 
protección especial en el caso de aquellas personas que se encuentran en una 
situación de debilidad, de indefensión o de disparidad por su situación física y su 
situación de desarrollo psicológico (art. 13 inc. 3, y 44 CN). Como se ve, esta 
consideración es perfectamente aplicable a los menores de edad. 
 
Estas disposiciones normativas sumadas a la funcionalidad de los derechos, 
implican que los contenidos y la forma de protección de los derechos de los niños 
estén sujeta a ciertas variaciones. Así por ejemplo, la fuerza de irradiación 
normativa de los derechos o de los principios constitucionales que jueguen en 
contra de los intereses de los niños, deberá ceder prima facie ante la presencia de 
un derecho o de un principio que ampara los intereses del menor. Este juicio de 
intensidad es el que implica que el ámbito de protección de los derechos 
fundamentales del menor se ensanche y gane en extensión frente al de los otros.‖) 
y por lo tanto dicha protección se extiende a garantizar la intangibilidad mental, 
moral y espiritual del menor: 
 
En el caso del derecho fundamental a la dignidad de los menores, los 
ámbitos de protección extienden sus fronteras de tal forma que lo que 
en algunos casos puede no considerarse como una afectación del 
derecho, por ejemplo, en el ámbito de la protección de la integridad 
moral en caso de personas mayores de edad, si pueda ser considerado 
como tal en el caso de los menores. En estos eventos, debido al estado 
de mayor vulnerabilidad en que se encuentra el menor frente a las 
agresiones morales, el ámbito de la dignidad se extiende con el fin de 
garantizar la intangibilidad mental, moral y espiritual del menor. En esa 
medida se justifican mayores prohibiciones al ejercicio de las libertades 
de los terceros que puedan afectarlos44. 
 
                                            
44
 Sentencia T-220 de 2004 MP: Eduardo Montealegre Lynett. 
100 
 
Muchas veces el derecho a la intimidad también se ve comprometido cuando 
existe una vulneración de la dignidad humana en el anterior contexto. Sobre el 
derecho a la intimidad la Corte ha dicho: 
 
18. El derecho fundamental a la intimidad está determinado en su dinámica 
funcional por tres ámbitos de protección, según ciertas coordenadas o 
circunstancias sociales y normativas: (i) la no divulgación o conocimiento, por 
parte de terceros, de los hechos, situaciones, comportamientos e informaciones 
que la persona desea mantener reservadas para sí o para el núcleo familiar, 
(Sobre este ámbito de protección del derecho a la intimidad y algunas de las 
particularidades del mismo, ver la  Sentencia  SU-1723 de 2000. En esta 
oportunidad un reconocido cantante  pretendía que se suspendiera la emisión de 
un programa de televisión en el que se relataban algunos apartes de su vida entre 
los que se encontraban hechos delictivos. En este caso la Corte acepta que el 
ámbito de protección de la intimidad (no difusión de información personal) se ve 
restringido cuando el personaje es público, la información es difundida en un 
medio de comunicación,  la misma es veraz, imparcial y respetuosa, y la difusión 
tiene una especial relación con el interés general.   
 
Así mismo, puede consultarse la  Sentencia T-213 de 2004, en la  cual una 
servidora pública (fiscal) pretendía la suspensión de la distribución y 
comercialización de un libro de periodismo informativo en el que se asociaba su 
nombre con un escándalo de corrupción.  En este caso la Corte acepta que el 
ámbito de protección de la intimidad (no difusión de información personal) se ve 
restringido cuando la persona es servidora pública, la información está sustentada 
en documentos y las opiniones desfavorables se prediquen no meramente sobre 
(y por) la persona, sino sobre ella en calidad de funcionaria.   
 
De otro lado, sobre reserva de información personalísima puede consultarse 
la Sentencia T-1390 de 2000, caso en el cual se discutía el tema de la indefinición 
sexual de un menor, los derechos fundamentales y el consentimiento informado.  
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Por la especial naturaleza del tema y buscando proteger la intimidad personal y 
familiar, la Corte omitió publicar los nombres y circunstancias que permitieran 
identificar a las personas relacionadas con el caso.) (ii) la no intromisión en los 
ámbitos físicos o espaciales donde la persona desenvuelve su existencia 
(residencia, lugar de trabajo, cuartos de hotel, etc.), (Sobre este ámbito de 
protección del derecho a la intimidad, la Corte ha considerado que, por ejemplo, 
con la generación de malos olores o de ruido que ingresa al lugar de habitación se 
desconoce el derecho a la intimidad, véase las  Sentencias T-454 de 1995, T-622 
de 1995 y T-863 A de 1999, entre otras) y (iii) la no intromisión en el cuerpo físico 
como ámbito propio y exclusivo de existencia. (Sobre este ámbito de protección 
del derecho a la intimidad, ver la Sentencia T-293 de 1998, caso en el cual la 
Corte consideró que someter a un menor de edad a la desnudez (exposición del 
cuerpo) en un salón de clases, constituía una vulneración de su derecho a la 
intimidad.  
 
En un sentido similar, ver la Sentencia T-412 de 1999,  caso en el cual se 
consideró que, al obligar a una menor de edad a exhibir su cuerpo ante sus padres 
y ante las directivas del colegio, con el propósito de establecer un presunto estado 
de embarazo, se vulneró el derecho a la intimidad.) La cualificación como derecho 
fundamental parte de su consagración expresa en una disposición constitucional 
(art. 15 CN) y de su especial relación con el derecho a la dignidad humana en 
términos funcionales45. Es decir, en la medida en que su ámbito específico de 
protección (la reserva), constituye un medio idóneo para la protección de la 
autonomía individual (libertad), para proteger ciertas condiciones materiales de 
existencia en los espacios privados (bienestar), y para garantizar la posibilidad de 
incardinación social y de no discriminación (igualdad). Finalmente, su condición de 
derecho público subjetivo está determinada por la concurrencia de tres elementos 
definitorios. Un titular universal: la persona natural; un objeto debido: la 
interdicción de las conductas que interfieran el ámbito de su protección (reserva de 
                                            
45
 Sobre la calificación de un derecho fundamental a partir de su relación conceptual con el principio de dignidad humana,  ver la  Sentencia T-227 de 2003. 
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información, no intromisión en espacios reservados, no intromisión en el cuerpo); y 
un destinatario universal de la prestación: toda persona pública o privada.46 
 
Específicamente sobre el derecho a la intimidad de los menores se ha 
afirmado: 
 
Conductas con una potencialidad relativa de incidencia en el ámbito de 
protección del derecho están excluidas del amparo constitucional. En esta 
medida, formas al parecer inocentes de intromisión en las esferas 
privadas son, tratándose de menores, duramente censuradas por el 
orden jurídico. Esto implica que, por ejemplo, en el contexto escolar, 
donde las directivas y los profesores fungen como instancia de poder y de 
autoridad, las medidas correctivas deban estar guiadas pedagógicamente 
y de manera especial, evitando que las mismas por la forma en que se 
tomen resulten afectando esferas íntimas del menor.  
 
Implica igualmente que, en ciertas hipótesis, la información que 
concierne al menor deba mantenerse en reserva de manera más estricta, 
teniendo en cuenta que en el caso de los menores las eventuales 
repercusiones que traería su publicidad, pueden llegar a afectar de 
manera grave su psiquis y generarle penosos traumatismos, o daños 
irreversibles. Como se ve, esta situación es especial en consideración al 
niño o adolescente, y no es predicable, por lo menos como regla general, 




Corte Constitucional Sentencia T-690/12. Magistrada Ponente: María Victoria Calle 
Correa. 
 
                                            
46
 Sentencia T-220 de 2004 MP: Eduardo Montealegre Lynett. 
47
 Sentencia T-220 de 2004 MP: Eduardo Montealegre Lynett. 
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A juicio de la Sala, la exigencia de agotar primero los cupos del Sistema 
Educativo Oficial antes de contratar con particulares no está desprovista de 
justificación alguna, sino que por el contrario, cumple una finalidad constitucional 
válida. Ciertamente, el hecho de utilizar todos los cupos estudiantiles que ofrece el 
sistema público antes de asociarse con particulares permite al Estado asignar de 
manera más eficiente y equitativa la educación,  (Respecto la asignación eficiente 
del servicio público de educación como finalidad constitucional del Estado, puede 
observarse el artículo 365 de la Constitución Política. ―Los servicios públicos son 
inherentes a la finalidad social del Estado. Es deber del Estado asegurar su 
prestación eficiente a todos los habitantes del territorio nacional. (…)‖. Igualmente, 
en el artículo 366 de la Carta se establece que ―[e]l bienestar general y el 
mejoramiento de la calidad de vida de la población son finalidades sociales del 
Estado. Será objetivo fundamental de su actividad la solución de las necesidades 
insatisfechas de salud, de educación, de saneamiento ambiental y de agua 
potable. (…)‖. ) Ya que abre la posibilidad de destinar recursos a fortalecer el 
sistema en otras zonas del territorio que aún no cuentan con disponibilidad. Al 
respecto debe recordarse que el Estado tiene la obligación inmediata de 
proporcionar a todos las garantías mínimas en educación pública gratuita, 
preescolar y básica,48 por lo que procurar que las políticas de enseñanza cubran la 
mayor parte de la población es una realización más del derecho a la educación. De 
esta manera, la contratación del servicio educativo con particulares se fundamenta 
en la necesidad del Estado en superar la problemática de cobertura en el corto 
plazo, y en consecuencia, al desaparecer la necesidad dada la capacidad de 
ofrecer cupos estudiantiles oficiales en determinada zona, se pueden dar por 
terminados dichos acuerdos con los centros docentes privados.  
 
La Corte Constitucional, por ejemplo, en la sentencia T-698 de 2010,49 
cuando examinó el caso de varios menores de edad a los cuales se les retiró un 
subsidio escolar porque en los centros educativos públicos había capacidad 
suficiente para asumir la responsabilidad de educarlos, pero a los acudientes se 
                                            
48
 Ob, cit. Artículo 67 de la Constitución Política.  
49
 (MP. Juan Carlos Henao Pérez).  
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les notificó tardíamente cuando el nuevo año lectivo ya había comenzado. Al 
respecto, la Sala Tercera de Revisión dijo,  
 
―(…) la medida no tomó en serio el derecho a la educación, porque a 
pesar de que los estudiantes aprobaron académica y disciplinariamente 
el año escolar, no fue dada a conocer oportunamente a sus 
representantes legales y se le comunicó a los planteles educativos, 
únicamente, al comenzar el nuevo año académico; esto constituye 
también un irrespeto del derecho a la educación, y específicamente la 
obligación del Estado de evitar tomar “medidas que obstaculicen o 
impidan el disfrute del derecho a la educación”. 
(…) 
 
En consecuencia, la Sala concederá la acción de tutela para proteger el 
derecho de los niños a permanecer en la institución educativa en la cual 
venían estudiando, hasta que la Secretaría de Educación pueda 
modificar la situación particular de los niños; en primer lugar, sin 
vulnerar los principios de buena fe, confianza legítima y respeto del 
acto propio (…), y en segundo lugar, aplicando el principio de 
progresividad y respetando el derecho al debido proceso, lo cual 
incluye también, respetar los tiempos de antelación establecidos en la 
Directiva Ministerial 24 de 2009, según la cual la planeación contractual 
debe ser previa a la iniciación del calendario académico.‖.50 
 
Se puede apreciar entonces que las condiciones particulares de los menores 
que venían siendo beneficiarios del programa de subsidios sí se pueden modificar, 
pero cuando se hace en perjuicio de la confianza legítima, el debido proceso y el 
derecho a la permanencia en educación, es imperiosa la intervención del juez 
                                            
50
 Ibíd. En la directiva ministerial 24 de 2009 del Ministerio de Educación Nacional, citada en la sentencia T-698 de 2010 (MP. Juan Carlos Henao Pérez), se dispone 
lo siguiente: ―(…) es fundamental que la planeación contractual de la prestación del servicio educativo sea preliminar al inicio del calendario académico garantizando 
oportunamente el acceso y la permanencia de los estudiantes de los niveles de educación preescolar, básica y media en el sistema educativo oficial.‖. (Subrayado y 
negrita son originales del texto trascrito).    
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constitucional para reivindicar las garantías superiores, especialmente si las 
circunstancias se alteran sin advertencia previa.51   
 
Debe recordarse, por un lado, que la confianza legítima impone al Estado un 
límite en sus actuaciones, en tanto protege en los administrados la expectativa de 
que su entorno no sufrirá modificaciones abruptas que no desarrollen algún fin 
constitucionalmente válido; (En referencia a la confianza legítima, obsérvese la 
sentencia de la Corte constitucional T-308 de 2011 (MP. Humberto Antonio Sierra 
Porto. AV. Luís Ernesto Vargas Silva). En esa oportunidad, se examinó el caso de 
varios niños que reclamaban la protección de su derecho a la educación porque la 
administración municipal les había retirado unos subsidios educativos. En las 
consideraciones de la providencia se sostuvo lo siguiente respecto de la confianza 
legítima: ―(…) la confianza legítima ha de entenderse como la expectativa cierta de 
que una situación jurídica o material, abordada de cierta forma en el pasado, no 
sea tratada de modo extremadamente desigual en otro periodo, salvo que exista 
una causa constitucionalmente aceptable que legitime su variación. (…) Como 
elemento incorporado al de buena fe, la confianza legítima puede proyectarse en el 
hecho de que se espere la perpetuación de específicas condiciones regulativas de 
una situación, o la posibilidad de que no se apliquen exigencias más gravosas de 
las ya requeridas para la realización de un fin, salvo que existan razones 
constitucionalmente válidas para ello.‖), y por el otro, que el derecho a la 
permanencia en educación otorga la prerrogativa de continuar en el sistema sin 
que existan criterios de exclusión irrazonables, y la de eventualmente conservar el 
ambiente y lugar de estudios cuando la interrupción no ha sido producto de un mal 
desempeño académico y/o disciplinario.  (Puede observarse la sentencia de la 
Corte Constitucional T-450 de 1992 (MP. Eduardo Cifuentes Muñoz). En aquella 
oportunidad se estudió el caso de dos menores de edad que, a pesar de haber 
estudiado por cuatro (4) años en una institución militar, sin problemas académicos 
o disciplinarios, les negaron la posibilidad de matricularse para otro período 
                                            
51
 Ibíd. Inclusive, en la parte resolutoria de la sentencia T-698 de 2010 (MP. Juan Carlos Henao Pérez) se advirtió a la entidad accionada que podía modificar las 
circunstancias particulares de los menores beneficiarios, pero que debía observar los postulados constitucionales, por lo tan to resolvió: ―(…) ADVERTIRLE [a la 
Secretaría de Educación de Bucaramanga] que la situación particular de los niños tutelantes solo podrá ser modificada, antes de la iniciación del calendario 
académico, y sin vulnerar  los principios de progresividad, buena fe, confianza legítima, respeto del acto propio, y  derecho al debido proceso.‖.  
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escolar, pues estaban ―vetados‖. La Corte comprendió que la dimensión de 
permanencia del derecho a la educación no sólo protegía la continuidad en el 
sistema educativo, sino también la conservación del ambiente escolar y los 
vínculos afectivos del estudiante, así: ―(…) la  permanencia en el  plantel educativo 
donde habían venido cursando los últimos años de estudio, fue vulnerado de 
manera manifiesta por la entidad demandada. No es suficiente aducir la posibilidad 
de encontrar otro centro de enseñanza para continuar en el sistema educativo. El 
derecho a la permanencia cuando se cumplen los requisitos para gozar de él, 
incluye el derecho a conservar el ambiente y lugar de estudios, los vínculos 
emocionales y afectivos, así como el medio propicio para el desarrollo armónico e 
integral de la personalidad. El cambio abrupto y arbitrario de establecimiento de 
educación y la crisis que éste puede generar en el niño no se compadecen con el 
derecho al cuidado y al amor reconocido a éste por la Constitución.‖. ) 
 
El cumplimiento de las  políticas  púbicas educativas de los derechos de los niños, 
niñas y adolescentes  
 
Indicadores Educación Básica, Secundaria y Media 
 
En el marco de la Ley General de educación, Ley 115 de 1994, el Ministerio de 
Educación Nacional – MEN, como ente formulador de la política educativa 
nacional y como regulador y formulador de criterios y parámetros técnicos 
cualitativos que contribuyan al mejoramiento del acceso, equidad, calidad, 
pertinencia y eficiencia de la educación, a través de la Oficina Asesora de 
Planeación y Finanzas, ha iniciado el proceso de diseño, construcción, discusión, 
implementación y divulgación de los indicadores que recopilen la información 
relevante del sector en los niveles de preescolar, básica y media a nivel nacional. 
 
La tasa neta de cobertura expresa la proporción de niños, niñas, jóvenes y 
adolescentes que, teniendo las edades normativas para cursar un determinado 
nivel educativo, se encuentra efectivamente cursándolo, respecto a la población 
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que en ese rango de edad debería estar en el Sistema Educativo. A medida que 
una mayor proporción de la población en edad escolar está matriculada en el 
sistema educativo que le corresponde normativamente, la tasa neta de cobertura 
aumenta. 
 
Para el cálculo de las tasas netas de cobertura se considera a los niños, 
niñas, jóvenes y adolescentes matriculados con las mismas edades que las de la 
población de referencia. Los grados y edades para cada uno de los niveles 
educativos son los siguientes:  
 
Educación Transición: niños y niñas de 5 años  
 
Educación Básica Primaria: grados del 1° al 5°; niño y niñas entre 6 y 10 
años  
 
Educación Básica Secundaria: grados del 6° al 9°; niños y niñas entre 11 y 
14 años  
 
Educación Media: grados del 10° al 11°; niño, niñas y adolescentes entre 15 
y 16 años. 
Cobertura en educación Cúcuta  
 
Municipio 2013 2014 
Tasa de cobertura neta básica y media 87,60% 88,50% 
Tasa de cobertura neta transición 65,80% 65,70% 
Tasa de cobertura neta primaria 93,20% 93,70% 
Tasa de cobertura neta secundaria  76,50% 77,50% 
Tasa de cobertura neta educación media 46,00% 44,40% 
Tasa de cobertura bruta básica y media 109,20% 107,60% 
Tasa de cobertura bruta transición 109,30% 106,90% 
Tasa de cobertura bruta primaria  114,60% 112,30% 
108 
 
Tasa de cobertura bruta secundaria 102,90% 102,30% 
Tasa de cobertura bruta educación media 80,00% 81,20% 
 
Fuente: Secretaria de Educación Municipal 
 
Cúcuta presenta en 2014 una Cobertura Bruta de 102,95%, superior a la 
tasa regional que es de 93,75% y superior a la tasa nacional que es de 98,36%. 
Cúcuta cuenta con 59 colegios oficiales, 219 sedes oficiales y 202 colegios 
privados 
 
Cúcuta presenta en 2014  una Cobertura Neta de 92,70%, superior a la tasa 
regional que es de 84,96% y superior a la tasa nacional que es de 86,23%. 
 
Al realizar el análisis de los indicadores y su incidencia en la población 
atendida, es importante considerar que cuando el indicador presenta tasas 
inferiores al ciento por ciento no se puede atribuir inmediatamente esto a un déficit 
de la atención a la población de cada edad, ya que, parte de la población puede 
estar matriculada en otro grado o nivel educativo, es decir, se atiende una 
población en extra edad, lo cual es uno de los factores que determina la variación 
en el resultado anual del indicador. 
 
Deserción y repetición escolar 
 
Municipio 2013 2014 
Tasa de deserción escolar 6,00% 5,90% 
Tasa de repetición escolar 7,40% 7,00% 
Fuente: Secretaria de Educación Municipal 
 
Tasa de Deserción. Corresponde a la proporción de estudiantes que no 
finalizan el año lectivo por motivos de abandono o inasistencia a la institución 
educativa por esta razón no cumple con los requisitos académicos para 




La Tasa de Repetición  en el sector oficial y no oficial no aumentó por año, 
la cual se debió al cambio de lineamientos dados por el Ministerio de Educación 
Nacional mediante Decreto No. 1290 que dio libertad a las IE de reprobar, si es 
necesario, y permitir garantizar la continuidad de estos estudiantes, en el año 
siguiente. 
 
El déficit de cobertura que se presenta en el nivel preescolar, se debe a que 
existe una limitante plasmada en la Ley de Primera Infancia (Ley 1098 de 2006) y 
la Ley General de Educación (Ley 115 de 1994), en donde se fija que niños 
menores de cinco (5) años no pueden ser atendidos en los establecimientos 
educativos públicos con recursos del Sistema General de Participaciones, éstos 
deben ser atendidos por medio de convenios liderados por el Instituto Colombiano 
de Bienestar Familiar (ICBF) 
 
El déficit que se presenta en el nivel de educación media, se debe a la 
entrada en vigencia del Decreto 2566 del año 2003 y la articulación de programas 
con universidades e institutos de educación para el trabajo y desarrollo humano 
(Decreto 2888 del 2007), que permite el ingreso a estas instituciones de 
estudiantes que tengan aprobado el grado noveno (9), y por ende no culminen la 
media académica o técnica. 
 
En la básica secundaria la baja cobertura, se debe principalmente al escaso 
número de estudiantes matriculados como consecuencia directa de la falta de 
recursos económicos para el transporte y la alimentación de la población en edad 
escolar, para lo cual se deben adoptar estrategias que permitan atraer a la 
población estudiantil que está por fuera del sistema educativo y colmar los cupos 
que existen en la actualidad.  
 
En el municipio se presentan índices de insatisfacción de necesidades 
básicas mayores a los previstos, nivel de escolaridad bajo, familias con bajos 
ingresos, situación que no les permite atender los costos del Servicio Educativo, y 
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baja capacidad del sistema para retener a los niños y jóvenes, presentándose la 
no permanencia escolar, además de la baja capacidad instalada de infraestructura 
y Personal Directivo Docente y/o Personal Administrativo. 
 
En términos generales, la baja cobertura de la educación está asociada a 
diversos factores, entre otros es notoria la deficiencia en la administración del 
servicio, como consecuencia de:  
 
Débil sistema de planeación y organización escolar.  
 
Deterioro en las interrelaciones de los integrantes de la comunidad 
educativa.  
 
Precarias condiciones locativas, escasa dedicación al aprendizaje, los 
problemas ambientales, sociales, nutricionales, de salud y comunicación del 
entorno que sufre la población escolar.  
 
En la Administración del servicio es notoria la baja disponibilidad de 
insumos básicos, como condiciones mínimas de aprendizaje tanto en materia de 
infraestructura, como dotación de mobiliario, materiales, equipos y medios 
técnicos y tecnológicos.  
 
Persistencia en el contexto educativo de estructuras rígidas, autoritarias y 
jerárquicas que limita la flexibilidad, la innovación y la creatividad en los procesos 
pedagógicos.  
 
Baja Capacidad instalada que permita al sector oficial atender la demanda 
creciente. 
 
Crecimiento de la demanda potencial como resultado del desplazamiento 
de familias de lo rural a lo urbano.  
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Precaria situación socio-económica de las familias, que no posibilita la 
matrícula de sus hijos.  
 
Planta actual de Directivos Docentes, Administrativos y Servicios Generales 
del Municipio no suple todas las necesidades. 
 
Según El Plan de Desarrollo 2.012 – 2015 de Cúcuta, se precisa   lo 
siguiente: 
 
Realizando el análisis del Municipio de San José de Cúcuta y su Área 
Metropolitana, existe un considerable número de estudiantes Reprobados y 
Desertores, las causas más significativas son:  
 
La falta de motivación, problemas familiares, falta de compromiso del 
docente para el estudiante, la no realización de un seguimiento constante de los 
alumnos que presentan dificultades para trasladarse de su lugar de domicilio a la 
institución educativa, la inestabilidad laboral del padre de familia siendo Cúcuta 
una ciudad con una población flotante por encontrarse en un Área fronteriza con la 
República Bolivariana de Venezuela, la cual es de fácil acceso para la población 
cucuteña ingresar a algunos beneficios ofrecidos por el vecino país.  
 
La administración Municipal realizará las siguientes estrategias para que la 
población de alumnos reprobados y desertores obtengan mejores beneficios, 
ventajas y oportunidades de acceso y permanencia en el sector educativo del 
Municipio de San José de Cúcuta: 
 
Brindan el servicio de transporte escolar en instituciones educativas que se 
encuentran alejadas para el acceso de los estudiantes.  
 




Auditorías a todas las Instituciones Educativas oficiales del Municipio de 
San José de Cúcuta.  
 
Dotar las Instituciones educativas con material didáctico y adecuación de 
aulas.  
 
Seguimiento articulado con cada institución educativa a los estudiantes que 
se encuentren en dificultades académicas para así determinar la causa y efecto de 
la problemática detectada y así disminuir la tasa de repetición.  
 
Implementar una disciplina institucional de manera tal que los padres de 
familia sientan confianza en las instituciones para la formación y educación de sus 
hijos y así disminuir el nivel de deserción.  
 
Realización de Brigadas de matrícula. 
 
Para el periodo 2011-2013, en el Departamento se logró una tasa promedio 
de cobertura neta del 83%, lo cual indica que pese a todos los esfuerzos por crear 
cupos suficientes para atender en todos los niveles educativos a los niños del 
Departamento, no todos se encuentran en el nivel educativo adecuado o 
correspondiente a su edad. Sin embargo, la relación entre el grado que cursa el 
niño y la edad en la que lo debe cursar se ha mantenido estable en los niveles 
Primaria y Media, y ha mejorado para Preescolar; mientras que para secundaria, 
las tasas aún son bajas y por ende el indicador no presenta una variación 
representativa. Al realizar el análisis respecto a la cobertura neta Nacional, Norte 
de Santander presenta unas cifras que evidencian el trabajo continuo en la 
prestación del servicio educativo y la mejora en la calidad. 
 
Acorde a los datos presentados en los párrafos anteriores de las cifras 
oficiales tanto del municipio como del departamento, y correlacionándolos con los 
de la entrevista, se puede concluir que la Institución educativa  Pablo Neruda se 
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les ofrecen las garantías a los niños, niñas y adolescentes del derecho a la 
educación, los problemas de cobertura y deserción escolar, obedecen a los 
problemas estructurales que se presentan en el municipio La Secretaría de 
Educación Municipal en conjunto con el Ministerio de Educación Nacional ha 
identificado las siguientes causas para los problemas mencionados anteriormente: 
tales como: 
 
Deterioro de infraestructura en los establecimientos educativos, creando 
ambientes escolares desfavorables. 
 
Bajo interés de los estudiantes por la educación. 
 
Deficientes procesos de formación y actualización docente. 
 
Insuficiencia y deficiencia de materiales y medios educativos.   
  
 
Débiles procesos organizacionales y administrativos de los establecimientos 
educativos. 
 
En el municipio se presenta  índices de insatisfacción de necesidades 
básicas mayores a los previstos, nivel de escolaridad bajo, familias con bajos 
ingresos, situación  que no les permite atender el pago de matrículas y demás 
costos del Servicio Educativo, y  baja  capacidad del sistema para retener a los 
niños y jóvenes, presentándose la no permanencia escolar, además de la baja 
capacidad instalada de infraestructura y Personal Directivo Docente y/o Personal  
Administrativo. 
 
En términos generales la baja cobertura de la educación está asociada a 
diversos factores, entre otros es notoria la deficiencia en la Administración del 




Débil sistema de planeación y organización escolar. 
 
Deterioro en las interrelaciones de los integrantes de la comunidad 
educativa.  
 
Precarias condiciones locativas, escasa  dedicación al aprendizaje, los  
problemas  ambientales, sociales, nutricionales, de salud y comunicación del 
entorno que sufre la  población escolar.  
 
En la Administración del servicio es notoria la baja disponibilidad de  insumos 
básicos, como condiciones mínimas de aprendizaje tanto en materia de 
infraestructura, como dotación de mobiliario, materiales, equipos y medios 
técnicos y tecnológicos.  
 
Persistencia en el contexto educativo de estructuras rígidas, autoritarias y 
jerárquicas que limita la flexibilidad, la innovación y la creatividad en los procesos 
pedagógicos. 
 
Baja Capacidad instalada que permita al sector oficial atender la demanda 
creciente.   
  
Crecimiento de la demanda potencial como resultado del  desplazamiento 
de familias de lo rural a lo urbano.   
 
La situación socio-económica de las familias, que no posibilita la matrícula 
de sus hijos.  
 
La planta actual de Directivos Docentes, Administrativos  y Servicios  
 




La Secretaría de Educación Municipal en conjunto con el Ministerio de 
Educación Nacional ha identificado las siguientes causas para los problemas 
mencionados anteriormente:    
 
Limitantes para prestar el servicio educativo en los niveles de preescolar, 
secundaria y media, especialmente en zonas marginales y sector rural.   
  
Bajos ingresos familiares que presionan el trabajo de los escolares antes 
que el estudio.   
 
  Débil proceso de organización institucional.   
 
Bajo nivel académico de las familias de los sectores marginal y rural.   
 
 Bajas expectativas de la comunidad por la educación.   
 
 Baja participación de la sociedad civil en el proceso educativo.   
 
Presión del conflicto armado. 
 
Gran número de instituciones educativas de la localidad, no cumplen con 
las normas en cuanto a la exigencia de articular los tres proyectos pedagógicos 
obligatorios al PEI con base en los principios de participación, contexto, 
transversalidad e interculturalidad.  
La necesidad de generar procesos de reflexión – acción para la formación 
ciudadana se logra en torno al desarrollo de los proyectos pedagógicos 
transversales de Educación Ambiental, Educación para el Ejercicio de los 
Derechos Humanos, Educación para la Sexualidad y Construcción de Ciudadanía, 
que permiten  potenciar cultura ciudadana, utilizando estrategias para articular la 




Hay necesidad de orientar desde la Secretaría de Educación con el apoyo 
de aliados el acompañamiento a las Instituciones educativas para incorporar los 
proyectos pedagógicos transversales al PEI. 
 
Es fundamental la formación de docentes y el uso y apropiación de las TIC 
hacia el diseño curricular de ejes problemáticos que interesen a las áreas básicas 
del conocimiento según las necesidades del contexto, incorporando competencias 
básicas, ciudadanas y laborales en los procesos de formación de los estudiantes.  
 
Es necesario orientar estrategias pedagógicas y didácticas para que se 
articule el Servicio Social Estudiantil Obligatorio a la proyección comunitaria de los 
proyectos pedagógicos transversales.  
 
Es urgente fortalecer los vínculos del sector educativo con otros sectores y 
actores, para que cada una de las Entidades y Organizaciones desde su 
competencia y responsabilidad aporten a la consolidación de acuerdos, convenios 
y alianzas que permitan gestionar concertadamente el desarrollo de los proyectos 
pedagógicos transversales en el territorio. 
 
Implicaciones de la vulneración  del derecho a la educación de los niños, 
niñas y adolescentes de la Institución Educativa Pablo Neruda Comuna 8 de la 
ciudadela Juan  Atalaya de Cúcuta 
 
Reconocido constitucionalmente el derecho de toda persona a educarse, el Estado 
adquiere el compromiso de desarrollar actividades regulares y continuas para 
satisfacer la necesidad pública de educación. 
 
Como servicio público, la educación requiere la inspección y vigilancia 
estatal, para asegurar su calidad, el logro de sus fines, y la más óptima formación 
moral, intelectual y física de los individuos hacia su perfección y desarrollo 
humanos.  (Sentencia T-100 de 1995). 
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Acorde a los resultados de la entrevista y encuesta, existe vulneración del 
derecho integral a la educación el Estado tiene la obligación de velar por el 
cumplimiento de las normas mínimas para los establecimientos educativos, al 
carecer de elementos didácticos, que ayuden a mejorar las estrategias 
pedagógicas, así como acceso a equipos de cómputo actualizados, la formación 
del educando, no es integral, pues dichos elementos forman parte del desarrollo 
de la actividad pedagógica dado que no se cumple la obligación de la 
adsequibilidad por la limitación de fondos para establecimientos educativos 
públicos, tal y como se refleja en la Institución Educativa Pablo Neruda. 
 
Las problemáticas educativas presentadas en los párrafos ocurren en la 






CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 
En la Constitución Política se define la naturaleza del servicio educativo, como un 
derecho fundamental de la persona, que tiene una función social y que 
corresponde al Estado regular y ejercer la suprema inspección y vigilancia 
respecto a este servicio con el fin de velar por su calidad, por el cumplimiento de 
sus fines y por la mejor formación moral, intelectual y física de los educandos. 
También se establece que se debe garantizar el adecuado cubrimiento del servicio 
y asegurar a los menores las condiciones necesarias para su acceso y 
permanencia en el sistema educativo. 
 
Por parte de la administración local existe la voluntad de garantizar el 
derecho a la educación. La alta inversión y los diferentes programas lo 
demuestran. Sin embargo, en el marco del derecho y gratuidad de la educación, 
no hay una cobertura completa, y se sigue presentando una situación de 
deserción escolar provocada principalmente por factores económicos.  
 
La Administración Municipal debe generalizar la educación gratuita por lo 
menos a niños y jóvenes de estratos 1, 2 y 3, así como garantizar la educación 
como un derecho humano. 
 
Existe vulneración del derecho a la educación en la ciudad de Cúcuta dado 
que existen niños niñas y adolescentes por fuera del sistema educativo, a pesar 
de la inversión en materia educativa, no es suficiente para dar solución a las 
diferentes problemáticas que se presentan entre ellos la cobertura, la falta de 
docentes en algunas instituciones, el mejoramiento de la infraestructura, 
materiales educativos innovadores, entre otros, que afectan el cumplimiento del 




En Colombia el gobierno, en la racionalización del gasto público ha reducido 
el número de escuelas y maestros, ha reducido recursos, ha transferido 
responsabilidad de garantía del derecho a las regiones, comunidades y familias y 
ha afectado la calidad de vida y el desempeño docente. El derecho a la educación 
no debe entenderse solamente como derecho al cupo en una institución educativa, 
sino que también tiene que ver con otros factores que permitan la permanencia de 
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Siempre _____ A veces_____ Nunca_____ 
 
8. ¿En caso de presentarse alguna duda en una materia o tema específico, recibe 
usted apoyo por parte del docente? 
Siempre _____ A veces_____ Nunca_____ 
 
9. ¿Los programas técnicos  de Asistencia administrativa y contabilidad que ofrece 
el colegio, responde a sus necesidades e intereses educativos y laborales? 
Sí ___ No___ 
 
10. ¿Considera usted que la institución debería contar con otros programas 
técnicos? 
Sí ___ No___ 
 
11. ¿Conoce usted cual es el derecho a recibir una educación integral de calidad? 
Sí ___ No___ 
 
12. ¿Este derecho a recibir una educación integral de calidad, la institución 
educativa se lo garantiza? 
Siempre _____ A veces_____ Nunca_____ 
 
 
 
 
 
